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  1. Introducción

En relación con las administraciones públicas, entendi-

das en su concepto subjetivo o como entes, el término 

“potestad” significa ámbito de poder que ostentan 

aquellas dentro de su esfera de competencias propias, 

haz de facultades que ejercen frente a los sujetos pasi-

vos o destinatarios de la actuación administrativa.

Las potestades –públicas– no son sino parcelas  

en las que se distribuye la autonomía que corresponde a 

las administraciones públicas territoriales (Estado, comu-

nidades autónomas y entidades locales), entendiendo por 

“autonomía” como un poder público limitado de orga-

nización y de ordenación, expresado en un determinado 

ámbito de intereses colectivos (Fernández Montalvo).1

Así, en términos amplios, y dependiendo del grado 

de autonomía constitucionalmente reconocido a cada 

categoría de ente público territorial,2 podemos distin-

guir, entre otras, la potestad legislativa, la potestad re-

glamentaria, la potestad tributaria, la potestad expro-

piatoria, la potestad de ejecución forzosa, la potestad 

sancionadora, y, como subespecie de esta última, la 

potestad disciplinaria.

Las entidades que integran la Administración local 

gozan de un ámbito de autonomía constitucionalmen-

te consagrado y garantizado, enmarcado dentro de 

la esfera de sus intereses, denominado “autonomía 

local”,3 para cuya existencia ontológica y virtualidad 

práctica resulta necesario que las mismas tengan la 

posibilidad de imponer consecuencias negativas a los 

autores de actos contrarios a las normas jurídicas apli-

cables dentro de sus límites territoriales. 

En el supuesto de que las corporaciones locales 

(como sucedería con cualquier otra especie de admi-

nistración) estuvieran impedidas de ejercer esta fa-

cultad de garantía o represión a posteriori a causa de 

comportamientos contrarios al ordenamiento (sin per-

juicio, claro está, de la adopción de otras medidas ase-

guradoras de carácter no represor), especialmente en 

los supuestos de las trasgresiones más relevantes, es-

tas normas no podrían calificarse como jurídicas, sino 

morales, al no poder constituir ni mandatos, reglas de 

organización social o disciplina de relaciones jurídicas,4 

careciendo con seguridad de efectividad alguna. 

Imaginemos que conductas habitualmente prohi-

bidas en los municipios, tales como estacionar en los 

espacios habilitados para el paso o el uso de peatones, 

arrojar residuos sobre las calzadas públicas o alterar las 

horas de descanso de los vecinos con actividades ruido-

sas, no llevasen aparejada la posibilidad de imponer a los 

autores una sanción. Entonces podríamos afirmar que el 

poder local consistente en organizar la convivencia den-

tro de sus límites territoriales perdería su potencialidad 

de ser cumplido por los destinatarios, quienes, a pesar 

de las interdicciones existentes, podrían soslayarlas sin 

que ello les reportase ninguna consecuencia. 

No obstante las consideraciones expuestas –las 

cuales ponen de relieve una hipótesis de resultado en 

el supuesto de que las entidades locales careciesen de 

la atribución de castigo para los actos contrarios a las 

prohibiciones, deberes y límites– resulta incontrover-

tido que los entes locales, en especial los municipios, 

y desde el momento de su creación, han gozado de 

este conjunto de facultades “de castigo” anudadas 

al incumplimiento de deberes e inobservancia de 

prohibiciones y límites, ya que sin este mecanismo  

“represor” resultaría difícil poder siquiera imaginar su 

funcionamiento.5 

1. “El principio de reserva de ley en materia de competencia local: en especial el ejercicio de la potestad sancionadora”. 
Autor: Rafael Fernández Montalvo. Manuales de formación continuada, CGPJ, núm. 44, año 2007 (ejemplar dedicado a “Globa-
lización y principio de autonomía local”). P. 485-660.

2. Estado, comunidades autónomas, entidades que integran la Administración local, de acuerdo con el artículo 137 de la 
Constitución. Dentro de los entes locales, cabe distinguir los de existencia necesaria en virtud de los artículos 140 y 141 CE (mu-
nicipios, provincias e islas), y los contingentes, normalmente creados o reconocidos por la legislación autonómica de régimen lo-
cal (entre ellos, entidades inframunicipales, comarcas, consejos y cabildos insulares, áreas metropolitanas, mancomunidades).

3. Este principio de autonomía local viene definido en el artículo 3.1 de la Carta Europea de la Autonomía Local de 15 de 
octubre de 1985, ratificada por España el 20 de enero de 1988 y publicada en el Boletín Oficial del Estado de 24 de febrero 
de 1989: “Por autonomía local se entiende el derecho y la capacidad efectiva de las entidades locales de ordenar y gestionar 
una parte importante de los asuntos públicos, en el marco de la Ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus ha-
bitantes.”

4. STS de 29 de septiembre de 2003 (Ordenanza municipal reguladora de la ocupación de la vía pública con contenedores, 
Ayuntamiento de Zaragoza), FJ cuarto; STS de 25 de mayo de 2004 (Ordenanza municipal sobre tenencia y circulación de ani-
males de compañía, Ayuntamiento de Zaragoza), FJ tercero.

5. Nieto García, Alejandro. “Derecho Administrativo Sancionador”, Ed. Tecnos, 1993.
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La potestad sancionadora de las entidades locales

En palabras del Tribunal Supremo (STS de 29 de 

septiembre de 2003):

“De este modo resulta cierta la afirmación de que 

un reglamento (en nuestro caso una ordenanza local) 

que puede, sin ninguna consecuencia, ser incumplido 

por los ciudadanos a los que todo está permitido en la 

materia, es una norma reglamentaria sin fundamento 

ni garantía y por tanto susceptible de quedar sin efec-

tos. Parece cuando menos deseable una integración de 

la normativa actual que dé lugar a una interpretación 

de la misma en virtud de la cual se dote de sustantivi-

dad a la potestad reglamentaria de los entes locales, 

potestad esta que reconoce de forma inequívoca nues-

tro ordenamiento jurídico. 

“Pero es más. Este planteamiento debe hacerse te-

niendo en cuenta el principio de autonomía local que 

se reconoce en la Constitución española vigente, y 

que de algún modo podría entenderse contravenido o 

contradicho si uno de los elementos del contenido de 

esa autonomía, la potestad reglamentaria de los entes 

locales, se encuentra mermado y disminuido hasta el 

punto de que el reglamento resulte infundamentado y 

en definitiva en ocasiones inaplicable.”

El problema no radica, por consiguiente, en el re-

conocimiento de la potestad sancionadora a los entes 

locales, entendida como ejercicio de un poder para 

castigar conductas ilícitas, ya que la doctrina y la ju-

risprudencia coinciden en afirmar la existencia de éste 

de forma unánime, sino que el núcleo del conflicto 

consiste en, primero, si la Administración local puede 

definir las conductas consideradas como infracción, 

así como si resulta también competente para esta-

blecer las consecuencias negativas de tales compor

tamientos (sanciones), y, segundo, en su caso, los 

límites dentro de los cuales debe desempeñar esta 

tarea de definición. 

Como se pone de relieve en la STS 4380/2003, 

de 23 de junio, dictada en el seno de un recurso de 

casación en interés de ley (número 2829/2001),6 esta 

potestad sancionadora (o de ejercicio de un poder de 

castigo por conductas ilícitas) no equivale a la facultad 

de crear nuevas infracciones y sanciones, ya que los 

entes locales aplican conminaciones sobre comporta-

mientos descritos, en mayor o menor medida, en leyes 

dictadas tanto del Estado como por las comunidades 

autónomas, si bien esta dependencia de la Ley no debe 

entenderse en términos absolutos, sino modulables, 

como después tendremos la ocasión de comprobar. 

La potestad sancionadora de los entes locales se 

encuentra ineludiblemente conectada –aunque, como 

ya hemos anunciado, sea independiente de ella– con 

la propia potestad normativa que corresponde a esta 

esfera de la Administración pública, la reglamentaria, 

la cual se materializa, normalmente, a través de la for-

ma de ordenanza.7

Por otro lado, también se relaciona con la potes-

tad legislativa atribuida al Estado y a las comunidades 

autónomas:

–Primero, en aras del principio de legalidad que ins-

pira la materia, recogido en el artículo 25.1 de la nor-

ma fundamental, el cual examinaremos en el siguiente 

epígrafe.

–Segundo, porque la potestad sancionadora per-

tenece a las entidades locales, como cualquier otra 

potestad, para ejercerla dentro de la esfera de sus 

competencias propias, las cuales se determinan en la 

legislación estatal y autonómica sobre régimen local 

(artículo 7.2 LBRL), así como para llevarla a cabo en 

el sector de competencias delegadas, que se recogen 

dentro de la legislación sectorial sobre determinadas 

materias competencia del Estado y de las comunidades 

autónomas, ámbitos en los que también concurren y 

6. Constituía el objeto del originario recurso contencioso-administrativo la pretensión de anulación formulada por una 
sociedad frente a la resolución de la Presidencia de la Entitat Metropolitana de Serveis Hidràulics i Tractament de Residus (Bar-
celona), de 7 de julio de 1997, por la que se impuso a dicha sociedad una multa de 50.000 pesetas, de acuerdo con los límites 
establecidos en el artículo 36.1.a) de la Ley 14/1986, de 25 de abril, general de sanidad, como consecuencia del vertido de 
aguas residuales que dicha empresa realizaba sin ajustarse al Reglamento metropolitano regulador de los referidos vertidos. 
La sentencia recurrida, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, 
estimó dicha pretensión con base en la falta de competencia de la entidad demandada para imponer la sanción recurrida en 
ejercicio de la potestad sancionadora en materia de vertidos de aguas residuales, y ello por falta de una ley atributiva de la 
correspondiente potestad sancionadora. El Tribunal Supremo desestimó el recurso de casación en interés de ley formulado por 
la Entidad Metropolitana.

7. Nos estamos refiriendo a la potestad de ordenación ad extra, ya que los reglamentos orgánicos se incluyen en la potestad de 
auto-organización ad intra, mientras que los bandos dictados por los alcaldes, aunque resulta aceptado por la doctrina su natura-
leza de disposición general en algunos supuestos [en los casos de urgencia, artículo 21.1.e) y m) LBRL]. En contra de la naturaleza 
reglamentaria de los bandos, vid. la obra de Enrique Sánchez Goyanes, La Ley, núm. 5, 2003, p. 2020-2031.
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  coinciden aspectos de innegable interés local (tráfico, 

comercio, medio ambiente, seguridad ciudadana, en-

tre otros). 

Mediante el presente trabajo analizaré el estado 

actual de la legislación y la jurisprudencia de este con-

junto de facultades conminadoras ex post que corres-

ponden a las entidades locales, consistentes en poder 

imponer ciertas consecuencias negativas al autor o 

autores de una conducta o comportamiento descrito 

como debido o prohibido por el ordenamiento jurídi-

co-administrativo, bien establecidas en leyes estatales 

o autonómicas, bien determinadas por las propias cor-

poraciones. Por último, se examinarán los parámetros 

legales y jurisprudenciales existentes en la actualidad 

en relación con aspectos de indudable interés local 

(como el tráfico de vehículos, el ruido, los residuos), 

haciendo una somera mención a las ordenanzas mu-

nicipales dictadas respecto de conductas consideradas 

incívicas o atentatorias de la convivencia ciudadana, 

especialmente en Cataluña.

2. La potestad sancionadora de las adminis-
traciones públicas tras la Constitución de 
1978. El principio de legalidad y otros límites 
constitucionales

Si bien la potestad sancionadora local (municipal) es, 

desde antiguo, consustancial a la existencia misma de 

este sector de la Administración pública, sin embargo 

los límites de este haz de facultades no han tenido la 

misma extensión ni límites a lo largo de los tiempos.

2.1. El principio de legalidad

El poder de los entes locales consistente en imponer 

ciertas consecuencias negativas a los autores de com-

portamientos prohibidos u objetores de conductas de-

bidas debe relacionarse con la presencia o no de una 

reserva de ley para definir las infracciones y establecer 

las sanciones. 

Prescindiendo de antecedentes más remotos, cabe 

destacar que la legislación municipal aprobada a lo lar-

go de más de ciento cincuenta años, desde principios 

del siglo xix hasta la promulgación de la misma Cons-

titución en el último tercio del siglo xx, se caracterizó 

por la mera atribución legislativa formal de la potestad 

sancionadora a favor de los municipios, reconociendo 

a las ordenanzas como el instrumento adecuado para 

que aquellos, en el ámbito de sus competencias, tipi-

ficaran las infracciones y determinaran las correspon-

dientes sanciones, eso sí, sin poder infringir las leyes o 

disposiciones generales del Estado (vinculación negati-

va o negative bindung). 

Esta dependencia de las ordenanzas sancionadoras 

a la Ley se reforzó mediante la Constitución españo-

la de 1978, la cual garantiza en su artículo 9.3, entre 

otros, los principios de legalidad, jerarquía normativa y 

de irretroactividad de disposiciones sancionadoras no 

favorables o restrictivas de derechos individuales. 

Por otro lado, la norma fundamental consagró, en 

su artículo 25.1, el principio de legalidad específico 

en materia penal y sancionadora, en cuya virtud: 

“Nadie puede ser condenado o sancionado por ac-

ciones u omisiones que en el momento de producirse 

no constituyan delito, falta o infracción administrativa, 

según la legislación vigente en aquel momento.”

Se debe destacar que la primera manifestación de 

esta equiparación de garantías correspondientes al 

poder punitivo penal y poder punitivo administrativo 

procede de la STS de 9 de febrero de 1972 (siendo 

ponente Rafael de Mendizábal y Allende).8

A partir del pronunciamiento del Tribunal Supremo 

se inició –jurisprudencialmente– un movimiento de re-

novación del Derecho Administrativo Sancionador, en 

cuyo considerando segundo se justifica la identidad de 

los principios que deben inspirar y los requisitos que 

deben cumplirse en las sanciones administrativas y en 

las penales: comportamiento humano positivo o nega-

tivo, antijuridicidad, culpabilidad, resultado potencial o 

realmente dañoso y la relación de causalidad entre éste 

y la acción. 

Producida la consagración constitucional del prin-

cipio de legalidad, esta identidad de principios entre 

sanciones penales y administrativas, como dos formas 

de expresión del ius puniendi, fue afirmada por el Tri-

bunal Constitucional en las sentencias 2/1981, de 30 

de enero, y 18/1981, de 8 de junio. 

Este principio, erigido a la categoría de derecho fun-

damental (al estar ubicado en la sección 1ª del capítulo II 

del título I de la CE, con el máximo nivel de protección 

8. Seguida por las STS de 2 y 25 de marzo de 1972, y 4 de mayo de 1978.

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 23 a 52 

 



 27qdl 20. Junio de 2009   I    

La potestad sancionadora de las entidades locales

previsto en el artículo 53.1 y 2 CE)9 supone una con-

secuencia correlativa del genérico previsto en el artícu-

lo 9.3, así como resulta coherente con los postulados 

constitucionales de la Administración pública previstos 

en el artículo 103 CE, fundamentalmente de su “vin-

culación a la Ley y al Derecho”: 

“La Administración pública sirve con objetividad a 

los intereses generales y actúa de acuerdo con los prin-

cipios de eficacia, jerarquía, descentralización, descon-

centración y coordinación, con sometimiento pleno a 

la ley y al Derecho.”

El principio de legalidad en la materia que estamos 

abordando, como a continuación expondré, no se iden-

tifica exclusivamente con el establecimiento de infrac-

ciones y sanciones en una norma con rango de ley, sino 

que el postulado se disgrega en dos aspectos –o garan-

tías– de presencia necesaria: la reserva de norma con 

rango de ley (lex previa, garantía formal) y la tipicidad 

(lex certa, garantía material). 

Esta doble garantía subyace del artículo 53.1 CE, 

en cuya virtud, y en relación con los derechos del ca-

pítulo II, dispone que “solo por ley, que en todo caso 

deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse 

el ejercicio de tales derechos y libertades […]”.

Resulta trascendental la presencia de ambos re-

quisitos para entender cumplido el principio constitu-

cional. Un reglamento que, tras la Constitución, de-

terminase con precisión las conductas prohibidas que 

llevan aparejado un castigo concreto, cercenaría el 

artículo 25.1 CE en su aspecto formal (reserva de ley). 

Por el contrario, una ley que se limitara a establecer 

que se consideran infracciones todas las conductas 

contrarias a las reglas establecidas en una norma, sin 

concretar éstas, atentaría al precepto constitucional 

en su vertiente material. 

El Tribunal Constitucional, en su sentencia 42/1987, 

de 7 de abril, vino a determinar que el contenido nu-

clear del principio de legalidad en materia sancionado-

ra comprende, al menos, una doble garantía, formal y 

material, implicando la primera la exigencia de reserva 

de ley, mientras que la segunda se corresponde con la ti-

picidad de infracciones y sanciones,10 estableciendo, por 

otro lado, la posibilidad de “colaboración” reglamenta-

ria con la ley, así como la mitigación del postulado en 

el ámbito punitivo de las administraciones públicas, en 

comparación con el penal, que corresponde al Estado. 

“El derecho fundamental así enunciado incorpora 

la regla nullum crimen nulla poena sine lege, exten-

diéndola incluso al ordenamiento sancionador admi-

nistrativo, y comprende una doble garantía. 

“La primera, de orden material y alcance absolu-

to, tanto por lo que se refiere al ámbito estrictamente 

penal como al de las sanciones administrativas, refleja 

la especial trascendencia del principio de seguridad en 

dichos ámbitos limitativos de la libertad individual y se 

traduce en la imperiosa exigencia de predeterminación 

normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones 

correspondientes. La segunda, de carácter formal, se 

refiere al rango necesario de las normas tipificadoras 

de aquellas conductas y reguladoras de estas sancio-

nes, por cuanto, como este Tribunal ha señalado reite-

radamente, el término ‘legislación vigente’ contenido 

en dicho artículo 25.1 es expresivo de una reserva de 

ley en materia sancionadora […]. 

“A este respecto es preciso reiterar que, si bien el 

alcance de la reserva de ley establecida en el artículo 

25.1 no puede ser tan estricto en relación con la 

regulación de las infracciones y sanciones adminis-

trativas como por referencia a los tipos y sanciones 

penales en sentido estricto, bien por razones que 

atañen al modelo constitucional de distribución de 

las potestades públicas, bien por el carácter en cier-

to modo insuprimible de la potestad reglamentaria 

en ciertas materias (STC 2/1987, de 21 de enero), 

bien, por último, por exigencias de prudencia o de 

oportunidad que pueden variar en los distintos ám-

bitos de ordenación territoriales (STC 87/1985, de 

16 de julio) o materiales, en todo caso aquel precep-

to constitucional determina ‘la necesaria cobertura 

de la potestad sancionadora de la Administración 

9. Artículo 53 CE: 
“1. Los derechos y libertades reconocidos en el capítulo segundo del presente título vinculan a todos los poderes públicos. 

Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, 
que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161.1.a).

“2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la sección 
primera del capítulo segundo ante los tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y 
sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la 
objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.”

10. Dicha doctrina ha sido reiterada con posterioridad por el alto tribunal: STC 61/1990, de 29 de marzo, 113/2002, de 9 
de marzo, 161/2003, de 15 de septiembre, entre otras muchas.
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  en una norma de rango legal’ (STC 77/1983, de 3 

de octubre), habida cuenta del carácter excepcional 

que los poderes sancionatorios en manos de la Ad-

ministración presentan […]. 

“Es decir que, como ha señalado este tribunal con 

relación a alguna de ellas, la reserva de ley no excluye ‘la 

posibilidad de que las leyes contengan remisiones a nor-

mas reglamentarias, pero sí que tales remisiones hagan 

posible una regulación independiente y no claramente 

subordinada a la ley’ (STC 83/1984, de 24 de julio), pues 

esto último supondría degradar la garantía esencial que 

el principio de reserva de ley entraña, como forma de 

asegurar que la regulación de los ámbitos de libertad 

que corresponden a los ciudadanos depende exclusiva-

mente de la voluntad de sus representantes. 

“En consecuencia, debe reputarse contraria a las 

mencionadas exigencias constitucionales no solo la 

regulación reglamentaria de infracciones y sanciones 

carente de toda base legal, sino también, en el ámbito 

de las relaciones de sujeción general, la simple habilita-

ción a la Administración, por norma de rango legal vacía 

de todo contenido material propio, para la tipificación de 

los ilícitos administrativos y las correspondientes conse-

cuencias sancionadoras.”

Por otro lado, y de forma correlativa, la STC 61/1990, 

de 29 de marzo, efectúa una aplicación de la anterior 

doctrina expuesta, además de referirse a la “mitiga-

ción” de las exigencias del principio de legalidad en el 

supuesto de reglamentos preconstitucionales y relacio-

nes de sujeción especial, disponiendo en su fundamen-

to séptimo y octavo que:

“Séptimo. […] interpretando así los términos ‘legis-

lación vigente’ del artículo 25.1 CE, sin admitir, salvo 

casos o hipótesis de normas preconstitucionales, la re-

misión al Reglamento (STC 8/1981, 159/1986, 2/1987, 

42/1987, 133/1987, 3/1988, 101/1988, 29/1989, 

69/1989, 150/1989 y 219/1989). 

“Octavo. Cierto es que esta garantía formal, re-

petimos, ha sido considerada a veces susceptible de 

minoración o de menor exigencia, no solo en su-

puestos de normas sancionadoras preconstituciona-

les (‘no es posible exigir la reserva de ley de manera 

retroactiva para considerar nulas e inaplicables dis-

posiciones reglamentarias respecto de las cuales esa 

exigencia formal no existía antes de la Constitución’, 

según la STC 219/1989, FJ 2, sino también, caso de 

remisión de la norma legal a normas reglamentarias, 

si en aquella quedan ‘suficientemente determinados 

los elementos esenciales de la conducta antijurídica 

[…] y naturaleza y límites de las sanciones a impo-

ner’ (STC 3/1988, FJ 9), como, en fin, en las situa-

ciones llamadas de sujeción especial ‘aunque incluso 

en dicho ámbito una sanción carente de toda base 

legal devendría lesiva del derecho fundamental que 

reconoce el artículo 25.1 CE’ (STC 219/1989, FJ 2). 

En todo caso, se dice en estas sentencias, lo que 

prohíbe el artículo 25.1 CE es la remisión al regla-

mento que haga posible una regulación indepen-

diente y no claramente subordinada a la ley, pero 

no la colaboración reglamentaria en la normativa 

sancionadora.”11 

A partir de la doctrina constitucional recaída en re-

lación con la potestad sancionadora de la Administra-

ción (en general, si bien se dictó analizando reglamen-

tos estatales y autonómicos), parte de la cual hemos 

trascrito más arriba, podemos obtener una serie de 

conclusiones. 

Estas conclusiones deben servir como punto de 

partida para dilucidar el alcance de las facultades co-

rrespondientes a los entes locales para establecer su 

propio régimen de infracciones y sanciones: 

a) El principio de legalidad en el ámbito del Derecho 

Administrativo Sancionador tiene una doble vertiente 

o garantía (STC 42/1987): 

–La primera, de orden material, reflejo de la se-

guridad jurídica, consistente en la necesidad de pre-

determinación normativa de las conductas ilícitas y 

sus consecuencias (lex certa), equivalente al término 

“taxatividad”. 

Esta garantía material exige el cumplimiento del 

subprincipio de tipicidad,12 en el sentido de necesidad 

de que las leyes definan las conductas constitutivas de 

infracción y que también concreten las sanciones res-

pectivas a ellas asociadas.13  

11. Además, en cuanto a la formulación del principio de legalidad en materia de la potestad sancionadora de la Administra-
ción, se pueden destacar, entre otras, las STC 105/1988, de 8 de junio, 305/1993, de 25 de octubre, 6/1994, de 17 de enero, 
120/1994, de 25 de abril, y 117/1995, de 17 de julio.

12. Tipicidad es la cualidad que se atribuye a un comportamiento cuando resulta subsumible en el supuesto de hecho de 
una norma jurídica. Tipo es la descripción de la conducta prohibida.

13. Las normas sancionadoras “deben ser concretas y precisas, claras e inteligibles, sin proclividad alguna a la incertidum-
bre, lo que se suele llamar lex certa y también académicamente ‘taxatividad’, sin que sean admisibles fórmulas tan abiertas, por
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–La segunda, de carácter formal, relativa a la exis-

tencia de una norma con rango de ley que contenga 

este establecimiento de conductas y de sanciones, en 

todo caso, anterior a la realización del comportamien-

to conminado (lex previa). 

b) Se permite la utilización de conceptos jurídicos 

indeterminados, los cuales no convierten a la potestad 

sancionadora en discrecional, sino que ésta conserva su 

carácter reglado y se encuentra sujeta al pleno control 

jurisdiccional. Los límites de su empleo son la realiza-

ción de la “máxima precisión posible” y la posibilidad 

de concreción mediante “criterios lógicos, técnicos o de 

experiencia”.

c) El principio de legalidad debe combinarse con el 

de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras 

desfavorables o restrictivas de derechos individuales 

consagrados en el artículo 9.3 CE. 

d) La exigencia de norma con rango de ley no tiene 

efectos retroactivos, es decir, en el supuesto de existir 

una normativa reglamentaria preconstitucional que tipi-

fique infracciones y determine las sanciones correspon-

dientes, ésta resulta aplicable, en cuanto no colisione 

materialmente con la norma fundamental, si bien, tras 

la Constitución, no puede modificarse o actualizarse sin 

acogerse al principio de legalidad (STC 177/1992, de 2 

de noviembre, y 305/1993, de 25 de octubre). 

e) El principio de legalidad sancionadora no tiene 

un alcance lineal y absoluto, para cualquier forma de 

manifestación de la misma, sino que admite modula-

ciones, una general y otras específicas:15

–Modulación general, que opera en la garantía 

formal (reserva de ley): resulta posible la colaboración 

de normas de carácter reglamentario, siempre que los 

elementos medulares de las infracciones y sanciones 

vengan regulados por ley, esto es, los aspectos esencia-

les de la conducta antijurídica y la naturaleza y límites 

de las sanciones a imponer (STC 341/1993, de 18 de 

noviembre), sin que sea posible una regulación regla-

mentaria independiente de la misma. 

–Modulaciones específicas, las cuales afectan a la 

garantía material del principio, como ocurre en el su-

puesto de reglamentos anteriores a la Constitución16 

las relaciones de supremacía especial y, por lo que aquí 

concierne, en el ámbito competencial de las entidades 

locales. 

Este último aspecto es el que, sin duda, reviste ma-

yor trascendencia en cuanto a la operatividad del prin-

cipio de legalidad en relación con la potestad sanciona-

dora de las entidades locales, habiéndose producido, 

desde la Constitución, una lenta pero relevante evolu-

ción tanto en la legislación como en la jurisprudencia 

acerca del alcance de los poderes de la Administración 

local. 

Este avance no se ha producido en el ya reconocido 

poder de aplicar sanciones a los autores de conductas 

ilícitas definidas en una ley estatal o autonómica (po-

testad sancionadora meramente ejecutiva), sino que se 

proyecta en la facultad de definir los comportamientos 

que, de acuerdo con los intereses gestionados por los 

entes locales, consideran que deben ser conminados 

con una consecuencia represora (sanción), así como 

para concretar el castigo que corresponde a estas con-

ductas prohibidas.

2.2. Otros límites constitucionales a la potes-
tad sancionadora de la Administración

De acuerdo con los preceptos constitucionales, así 

como con la consagrada doctrina del Tribunal Cons-

titucional acerca de la extensión, con matices, de las 

garantías que operan en el ámbito penal a la esfera 

sancionadora de la Administración, podemos señalar 

las siguientes limitaciones: 

1) Interdicción de sanciones privativas de libertad y 

a las que supongan trabajos forzados (éstos requieren 

el consentimiento del interesado). 

El artículo 25 CE, en su apartado segundo, primer in-

ciso, determina que “Las penas privativas de libertad y las 

medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reedu-

cación y reinserción social y no podrán consistir en tra-

bajos forzados”, y en el tercero consigna que “La Admi

nistración civil no podrá imponer sanciones que, directa o 

subsidiariamente, impliquen privación de libertad”. 

su amplitud, vaguedad o indefinición, que la efectividad depende de una decisión prácticamente libre y arbitraria del intérprete 
y juzgador” (STC 34/1996, de 11 de marzo).

14. STC 219/1989, de 21 de diciembre, 69/1989, de 20 de abril, y 137/1997, de 21 de junio.
15. “Sobre la potestad sancionadora municipal”, José Luis Carro Fernández-Valmayor. Cuadernos de Derecho Local, número 

6, 2004.
16. Según la STS de 29 de mayo de 1998, el límite de estos reglamentos sancionadores anteriores a la Constitución es que 

no pueden ser modificados ni alterados tras la vigencia de ésta, ya que implicaría un fraude al principio de legalidad.
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  2) Garantías del procedimiento, recogidas en el ar-

tículo 24 CE, relativas al derecho a la defensa; derecho 

al procedimiento, que comporta la prohibición de im-

poner sanciones de plano; el derecho a la presunción 

de inocencia, y la exclusión de la reformatio in peius. 

3) Control judicial de las resoluciones administra-

tivas sancionadoras, artículo 106 CE, “Los tribunales 

controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la 

actuación administrativa, así como el sometimiento de 

ésta a los fines que la justifican”. 

Respecto de este cúmulo de principios constitucio

nales de necesaria observancia por las administra

ciones públicas en el ejercicio de sus respectivas po-

testades sancionadoras y normativas (éstas en cuanto 

al régimen de infracciones y sanciones), haré especial 

hincapié en las referentes a los requisitos esenciales de 

las infracciones y sanciones, si bien me referiré a la nor-

mativa reguladora de los aspectos procedimentales.

3. Referencia a la evolución de la jurispruden-
cia en torno a la potestad sancionadora de 
las entidades locales

En el epígrafe precedente ya anuncié que el principal 

problema que ha suscitado y suscita la aplicación del 

principio de legalidad en relación con la potestad san-

cionadora de los entes locales consiste en fijar el marco 

en el cual éstos pueden establecer conductas consti-

tutivas de infracciones y determinar las sanciones que 

llevan aparejadas. 

Es decir, utilizando conceptos de la doctrina alema-

na, dilucidar si la Administración local se encuentra 

vinculada a la Ley de forma positiva (pudiendo actuar 

solo en los aspectos en los que le habilita expresamen-

te) o bien de forma negativa (pudiendo operar libre-

mente en cuanto la Ley no se lo prohíba). 

Se debe puntualizar que, a pesar de que la juris-

prudencia aborde la cuestión en relación con los mu-

nicipios, sus consideraciones son extrapolables a otras 

entidades locales distintas cuando legalmente tengan 

reconocida la potestad sancionadora y reglamentaria. 

3.1. Primera doctrina del Tribunal Supremo

Tras la promulgación del texto constitucional, y a partir 

de las interpretaciones realizadas por el Tribunal Cons-

titucional acerca del artículo 25.1 CE, la jurisprudencia 

del Tribunal Supremo se decantó, si bien con algunas 

excepciones (como la STS 16 de julio de 1998, Sec-

ción 2ª, relativa a la Ordenanza reguladora del esta-

blecimiento de vehículos de Madrid, ORA, confirmada 

por otras posteriores recaídas sobre el mismo tipo de 

regulación en otras ciudades)17 por una interpretación 

rigurosa o estricta del principio de legalidad, en el sen-

tido de considerar que las ordenanzas no podían tipi-

ficar infracciones y sanciones, exigiéndose siempre la 

existencia de específicas leyes de cobertura para crear 

infracciones y establecer sanciones por vía de ordenan-

za o reglamento local. 

El alto tribunal consideraba que las ordenanzas ca-

recían del rango normativo suficiente para ello (STS de 

la Sala Tercera: 25 de mayo de 1993,18 Sección 4ª; 13 

de noviembre de 1995, Sección 7ª; 6 de febrero de 

1996, Sección 4ª; 8 de octubre de 2001, Sección 4ª, 

entre otras). 

Esta interpretación jurisprudencial estricta, sin em-

bargo, no implicaba:19 

a) Que los entes locales carecieran de potestad 

sancionadora,20 ya que ésta se encuentra legalmente 

reconocida en la Ley de bases del régimen local (LBRL), 

además de estar imbricada con el principio de autono-

mía local constitucionalmente reconocido. 

17. En la citada STS de 16 de julio de 1998 se consideró que el régimen de infracciones y sanciones contenido en la Orde-
nanza reguladora del estacionamiento de vehículos de Madrid tenía encaje legal en la atribución de la potestad y competencia 
sancionadora en los artículos 4.1.f) y 21.1.n) LBRL, así como en la limitación de la cuantía de las multas consignada en el artículo 
59 del Texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local, Real decreto legislativo 781/1986, de 
18 de abril (TRRL). En el mismo sentido, STS de 26 de diciembre de 1996, de 14 de julio de 2001 y de 12 de junio de 2002.

18. La STS de 25 de mayo de 1993 revocó la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, y anuló una orde-
nanza de Barcelona que tipificaba infracciones y sanciones en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, por 
ausencia de cobertura legal, al remitirse al Reglamento general de policía de espectáculos públicos y actividades recreativas 
de 27 de agosto de 1982, sin que sea suficiente la cláusula genérica del artículo 221.2 de la Ley municipal catalana 8/1987, de 
15 de abril, como consideró la sala de instancia.

19. Manuel Rebollo Puig y otros. Comentarios a la Ley reguladora de las bases del régimen local. Tomo IV. Tirant lo Blanch, 2007.
20. STS de 23 de junio de 2003, aludida en el primer epígrafe, en cuanto diferencia la facultad de imponer infracciones y 

sanciones (fase ejecutiva), de la facultad de establecerlas ex novo (fase normativa).
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b) Que los deberes, prohibiciones y límites recogidos 

en las normas locales no tuviesen un respaldo sanciona-

dor, sino que éste debía venir predeterminado por ley. 

c) Que los reglamentos locales no pudiesen consti-

tuir fuente del Derecho Administrativo Sancionador, ya 

que, como ya referí al analizar la doctrina constitucional 

sobre el principio de legalidad, permite la utilización del 

reglamento para desarrollar las leyes sancionadoras. 

3.2. El movimiento doctrinal a favor de la po-
testad normativa sancionadora de las entida-
des locales

Derivado de las consideraciones acabadas de exponer, 

y a modo de resumen de la situación jurisprudencial 

existente hasta mediados del año 2001, las entidades 

locales, si bien tenían reconocida su potestad sanciona-

dora y reglamentaria, sin embargo éstas se encontra-

ban limitadas en aras del principio de legalidad consa-

grado constitucionalmente, ya que estos entes no solo 

tenían vedada la posibilidad de establecer un régimen 

sancionador contrario a las leyes, sino que también se 

encontraban con el acceso cerrado para poder deter-

minar sus propias infracciones y sanciones en ausencia 

de norma legal o praeter legem. 

Frente a esta situación, un amplio sector de la doc-

trina, encabezado por el profesor Alejandro Nieto, así 

como la Federación Nacional de Municipios y Provin-

cias mostraron su resistencia a negar la posibilidad de 

que los reglamentos locales tipificaran infracciones y 

sanciones, empleando, a favor de su reivindicación los 

siguientes argumentos: 

–Primero, la merma de la autonomía local que su-

pone esta restricción, máxime cuando las facultades 

normativas de las entidades locales no son legislativas, 

sino reglamentarias. 

–Segundo, el principio democrático que subyace 

en la reserva de ley, se puede igualmente entender 

realizado mediante la aprobación de reglamentos por 

el Pleno, tanto por ser el órgano local en el que se 

concentran todos los representantes legítimos elegidos 

democráticamente por la población, como por la simi-

litud de los procedimientos de elaboración de ambos 

tipos de normas. 

–Tercero, en un Estado como el nuestro, territorial-

mente descentralizado, resulta necesaria una nueva 

concepción del principio de reserva de ley. 

Dentro de esta posición “aperturista” de las potes-

tades normativas sancionadoras de los entes locales, a 

partir de una “relajación” de la reserva de ley en esta 

materia, debe destacarse el Dictamen del Consejo de Es-

tado de 23 de febrero de 1995 (expediente 1749/94).21 

En especial, deben destacarse las reflexiones con-

signadas en la consideración quinta del Dictamen, to-

das ellas favorables a la facultad de los municipios de 

determinar las infracciones y sanciones en el ámbito 

de su competencia, utilizando razones históricas (los 

municipios siempre habían gozado de esta facultad), 

así como por mor de la autonomía local y en atención 

a la naturaleza democrática de la organización local. 

Existiendo reconocimiento legal de la potestad san-

cionadora y reglamentaria, ésta se puede ejercer por 

los entes locales sin necesidad de que una ley les deba 

servir de soporte en cuanto a la determinación de las 

infracciones y sanciones, si bien las ordenanzas no 

pueden establecer preceptos contrarios a las leyes.

3.3. Un primer paso adelante: la sentencia 
del Tribunal Constitucional 132/2001, de 8 de 
junio

La sentencia del Tribunal Constitucional 132/2001, de 

8 de junio (recurso de amparo 1608/2000, ponente, 

Pablo M. Cachón Villar) es un auténtico paradigma22 

(leading case, según Lasagabaster)23 acerca del alcance 

que ostenta la exigencia de ley en materia sancionadora 

21. Dictado dentro de un expediente de revisión de oficio tramitado por el Ayuntamiento de Villalcampo (Zamora), a soli-
citud del interesado, cuyo objeto era la resolución administrativa que impuso una multa de 40.000 pesetas en aplicación de la 
Ordenanza sobre la introducción de animales en terrenos de propiedad municipal. El alto órgano consultivo dictaminó en contra 
de la anulación del acto administrativo sancionador, considerando que la Ordenanza sirvió de cobertura a la infracción, sin que 
la multa impuesta superase los límites del artículo 59 TRRL.

22. Seguida posteriormente por el Tribunal Constitucional, destacando las STC 16/2004, de 23 de febrero, Pub Belfast de 
Gijón, en la que rechaza el amparo y se engarza la infracción y la sanción en la Ley de protección del ambiente atmosférico  
de 1972, mientras que la 25/2004, de 26 de febrero, Discoteca Indian de Santander, sí otorga el amparo (relativo también a una 
sanción por contaminación acústica) por no tener encaje en la Ley orgánica de seguridad ciudadana.

23. Iñaki Lasagabaster Herrarte. “La potestad sancionadora local en la Ley 57/2003, de medidas para la modernización del 
gobierno local”, Revista Vasca de Administración Pública, núm. 68, 2004.
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  local, sentencia que incluso fue citada en la propia ex-

posición de motivos de la Ley 57/2003, de 16 de diciem-

bre, por la que se modificaron diversos preceptos de la 

Ley de bases del régimen local y de la Ley 30/1992, de 

26 de noviembre, como fundamento de la reforma legal 

operada a través de la misma en ambos cuerpos legales 

en torno a los poderes sancionadores locales. 

El objeto del recurso de amparo fue la sentencia dic-

tada el 25 de febrero de 2000 por el Juzgado de lo Con-

tencioso Administrativo núm. 6 de Madrid (dentro del 

procedimiento 245/1999), la cual desestimó la deman-

da y confirmó el Decreto del Ayuntamiento de Madrid 

de 15 de enero de 1999, por el que se imponía al de-

mandante y recurrente en amparo (taxista de profesión) 

la sanción de suspensión de la licencia de auto taxi por 

tres meses, al considerar el juzgador de instancia que 

tal sanción era la prevista para la infracción cometida, 

consistente en portar el conductor del auto-taxi en la 

guantera un talonario de facturas falsas, y ello sobre  

la base de la Ordenanza municipal reguladora del servi

cio de vehículos de alquiler con aparato taxímetro, de 

28 de diciembre de 1979. 

La citada sentencia estimó el recurso de amparo 

interpuesto por el recurrente (con un voto particular 

suscrito por dos magistrados, Garrido Falla y Jiménez 

de Parga y Cabrera), al apreciar que la sanción de sus-

pensión de la licencia de auto-taxi que le fue impues-

ta por el Ayuntamiento de Madrid (confirmada por la 

sentencia judicial impugnada en amparo), establecida 

en una ordenanza, carecía de cobertura legal alguna. 

La importancia y novedad de la misma radica en 

que, por vez primera, clarifica los extremos en los que 

debe desenvolverse la potestad sancionadora de la Ad-

ministración local en atención al principio constitucio-

nal de legalidad, ya que, hasta entonces, toda la doc-

trina fijada por el Tribunal Constitucional respecto del 

artículo 25.1 CE se había basado en el análisis de las 

relaciones de la ley con los reglamentos sancionadores 

estatales y autonómicos, pero no se había pronunciado 

respecto de los emanados de los entes locales. 

Después de efectuar una referencia acerca de la 

evolución de la doctrina constitucional en torno al 

principio de legalidad en la esfera sancionadora de las 

administraciones públicas, el Tribunal Constitucional, y 

como punto de partida de las modulaciones que éste 

puede sufrir en la esfera local, alude a la relativización 

o flexibilidad respecto de la reserva de ley tributaria, ya 

permitida a las ordenanzas locales en la STC 233/1999, 

de 13 de diciembre. 

Su fundamento jurídico sexto, el cual recoge la deli-

mitación de la potestad sancionadora local (seguida des-

de entonces por el Tribunal Constitucional, el Tribunal 

Supremo e incluso por el legislador), determina que: 

“En forma similar a como acabamos de recordar 

en relación con la reserva de ley tributaria, también 

la exigencia de ley para la tipificación de infraccio-

nes y sanciones ha de ser flexible en materias donde, 

por estar presente el interés local, existe un amplio 

campo para la regulación municipal y siempre que la 

regulación local la apruebe el Pleno del Ayuntamien-

to. Esta flexibilidad no sirve, con todo, para excluir 

de forma tajante la exigencia de ley. Y ello porque la 

mera atribución por ley de competencias a los mu-

nicipios –conforme a la exigencia del artículo 25.2 

LBRL– no contiene en sí la autorización para que cada 

municipio tipifique por completo y según su propio 

criterio las infracciones y sanciones administrativas 

en aquellas materias atribuidas a su competencia. No 

hay correspondencia, por tanto, entre la facultad de 

regulación de un ámbito material de interés local y 

el poder para establecer cuándo y cómo el incum-

plimiento de una obligación impuesta por ordenanza 

municipal puede o debe ser castigada. La flexibilidad 

alcanza al punto de no ser exigible una definición de 

cada tipo de ilícito y sanción en la ley, pero no permite 

la inhibición del legislador. 

“Del artículo 25.1 CE derivan dos exigencias míni-

mas, que se exponen a continuación. En primer tér-

mino, y por lo que se refiere a la tipificación de infrac-

ciones, corresponde a la ley la fijación de los criterios 

mínimos de antijuridicidad conforme a los cuales cada 

ayuntamiento puede establecer tipos de infracciones; 

no se trata de la definición de tipos –ni siquiera de la 

fijación de tipos genéricos de infracciones luego com-

pletables por medio de ordenanza municipal– sino  

de criterios que orienten y condicionen la valoración de 

cada municipio a la hora de establecer los tipos de in-

fracción. 

“En segundo lugar, y por lo que se refiere a las 

sanciones, del artículo 25.1 CE deriva la exigencia, al 

menos, de que la ley reguladora de cada materia esta-

blezca las clases de sanciones que pueden establecer 

las ordenanzas municipales; tampoco se exige aquí 

que la ley establezca una clase específica de sanción 

para cada grupo de ilícitos, sino una relación de las po-

sibles sanciones que cada ordenanza municipal puede 

predeterminar en función de la gravedad de los ilícitos 

administrativos que ella misma tipifica.”
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Por consiguiente, según el Tribunal Constitucional, 

las ordenanzas (o reglamentos locales) son las que real-

mente tipifican las infracciones y sanciones, es decir, las 

que definen las conductas ilícitas merecedoras de un 

concreto reproche o sanción que también concretan, 

pero esta facultad se encuentra constitucionalmente li-

mitada por el principio –flexibilizado– de legalidad. 

Las ordenanzas, en suma, son las que se encargan 

de cumplir el requisito de la “taxatividad” (garantía 

material del principio de legalidad). 

Esta labor de tipificación requiere una mínima ha-

bilitación legal (dictada bien por el Estado, bien por las 

comunidades autónomas, según el reparto constitu-

cional de competencias), sin que, a partir de la lectura 

de la sentencia examinada, se permita su realización 

praeter legem. 

1) En primer lugar, la concreción de las conductas eri-

gidas como infracción por el ente local debe respetar “los 

criterios mínimos de antijuridicidad” fijados por las leyes. 

Esto significa que los comportamientos ilícitos de-

finidos en las ordenanzas o reglamentos locales deben 

tener por fin la tutela de alguno o algunos de los bie-

nes jurídicos cuya lesión ha sido contemplada por la 

Ley como un supuesto tipificable como infracción. 

2) En segundo lugar, a las entidades locales les co-

rresponde señalar las concretas sanciones anudadas a 

cada una de los tipos de infracciones, eso sí, siguiendo 

el catálogo o clases señaladas en la legislación. 

3.4. Un segundo hito: la sentencia del Tribu-
nal Supremo de 29 de septiembre de 2003

A pesar del trascendental avance que la STC 132/2001 

supuso para la clarificación del alcance de la potestad san-

cionadora (normativa) local, dos años más tarde, la Sala 

Tercera del Tribunal Supremo (Sección 4ª), en su senten-

cia dictada el 29 de septiembre de 200324 (ponente, M. 

Baena de Alcázar, Recurso de casación núm. 5167/1998), 

superó con creces la doctrina constitucional. 

El Tribunal Supremo, en aras de la autonomía local y 

en atención a la legitimación democrática ostentada por 

el Pleno municipal, sentó una doctrina favorable a que las 

ordenanzas tipificaran infracciones y sanciones en ausen-

cia de legislación que señalase los criterios mínimos de 

antijuridicidad y el catálogo de posibles sanciones. 

La sentencia estimó el recurso de casación inter-

puesto por el Ayuntamiento de Zaragoza contra la sen-

tencia de 4 de febrero de 1998 del Tribunal Superior de 

Justicia de Aragón, por la que se anuló parcialmente 

la Ordenanza municipal de Zaragoza reguladora de la 

ocupación de la vía pública con contenedores, al apre-

ciar el tribunal de instancia que la referida norma había 

establecido, en calidad de fuente primaria, un régimen 

sancionador al margen de todo sustento legal. 

El alto tribunal casó la sentencia recurrida, en aten-

ción a una interpretación de los principios de legalidad 

y tipicidad recogidos en los artículos 127 y 129 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, solo resulta aplica-

ble a los entes públicos dotados de potestad legislati-

va, Estado y comunidades autónomas. 

En cuanto a los entes locales, debe estarse a lo dis-

puesto en los artículos 55 y 59 TRRL, si bien éstos, al 

encontrarse sujetos al principio de legalidad, no pue-

den contravenir leyes vigentes, mientras que “la tipifi-

cación de infracciones y sanciones solo podrían llevarla 

a cabo cuando no exista ley reguladora y en los casos 

en que ejerzan una competencia típica que lleve implí-

cita la potestad de ordenar el uso de bienes y eventual-

mente de organizar servicios”. 

En el fundamento jurídico séptimo, el alto tribunal 

determina que: 

“Como hemos expuesto en los fundamentos de 

derecho anteriores, hay que atenerse a la solución ju-

risprudencial más favorable a la autonomía municipal 

que consagran los artículos 137 y 140 de la Consti-

tución, los cuales deben ser interpretados de acuerdo 

con el articulo 3.1 de la Carta Europea de la Autono-

mía Local, y por tanto de tal modo que esta autonomía 

suponga una capacidad efectiva de ordenar los asun-

tos públicos. Esto lleva consigo que debamos declarar 

que mediante ordenanza local, en cumplimiento de los 

preceptos generales de los artículos 55 y 59 del Texto 

refundido de régimen local, se pueden tipificar valida-

mente las infracciones y sanciones, que han de ser de 

carácter pecuniario, cuando ello sea una garantía indis-

pensable para su cumplimiento, siempre que al hacerlo 

no se contravengan las leyes vigentes, y únicamente en 

los casos en que no se haya promulgado ley estatal o 

autonómica sobre la materia, y en los que los ayunta-

mientos actúen en ejercicio de competencias propias 

que, por así decirlo, tengan el carácter de nucleares y 

24. Seguida, entre otras, por la STS de 25 de mayo de 2004 (Sección 4ª), relativa a la Ordenanza municipal del Ayuntamien-
to de Zaragoza sobre tenencia y circulación de animales de compañía de 31 de octubre de 1994.
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lleven anejas potestades implícitas de regulación, y res-

petando los principios de proporcionalidad y audiencia 

del interesado, así como ponderando la gravedad del 

ilícito y teniendo en cuenta las características del ente 

local, como se ha dicho antes en el fundamento de 

derecho cuarto. 

“Ello es lo que sucede en el caso que se estudia, 

pues en las fechas de autos no se había dictado la Ley 

estatal sobre residuos, Ley 10/1998, de 21 de abril, ni 

tampoco ley de la comunidad autónoma, la regulación 

de los artículos 15 y 16 de la Ordenanza sobre los que 

versa el debate no contravienen la legislación anterior, y 

las materias de que se trata, es decir, la policía urbana 

y la utilización y el uso de la vía publica, son de exclu-

siva competencia municipal y los entes locales tienen 

potestades implícitas para ordenar su uso, lo que deben 

hacer de modo eficaz. De llegarse a la solución contra-

ria estaríamos ante una potestad reglamentaria de los 

ayuntamientos para aprobar ordenanzas evidentemente 

mermada o disminuida, ya que carecería de la garantía 

que supone la imposición de sanciones en caso de in-

cumplimiento de la ordenanza misma, y estimamos que 

tal disminución o merma de la potestad reglamentaria 

municipal es contraria a la autonomía local consagrada 

constitucionalmente y por ello en definitiva a los princi-

pios que inspiran nuestro ordenamiento jurídico. 

“Por lo demás, difícilmente podría tacharse esta 

solución de antidemocrática, pues los miembros de la 

corporación local que aprobaron la ordenanza han sido 

elegidos democráticamente. Esta consideración no ca-

rece ni mucho menos de interés. Pues los destinatarios 

de la ordenanza local tipificadora de infracciones y san-

ciones son las personas del municipio, y en su caso los 

entes establecidos en él, y son aquellas personas las 

que han elegido a los miembros del Pleno del Ayunta-

miento que aprueba la ordenanza. Se da por tanto una 

situación análoga a la aprobación de una ley por los 

parlamentarios elegidos por la población del Estado o 

de una comunidad autónoma. Por ello la solución que 

supone nuestra interpretación se atiene a los principios 

democráticos que inspiran nuestro ordenamiento. 

“Esta solución impone que los artículos 127 y 129 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre régimen 

jurídico de las administraciones publicas y del procedi-

miento administrativo común, han de entenderse desde 

luego plenamente vigentes, pero aplicables solo a los 

entes públicos titulares de potestad legislativa, es decir, 

el Estado y las comunidades autónomas. Por el contra-

rio no serían aplicables íntegramente a los entes locales, 

pues en las materias y con los límites indicados la tipi-

ficación de infracciones y sanciones ha de entenderse 

comprendida en los preceptos de la legislación básica 

local y singularmente en los artículos 55 y 59 del Texto 

refundido de las disposiciones vigentes en materia de 

régimen local, Real decreto legislativo 781/1986, de 18 

de abril. No obstante, los entes locales, al encontrarse 

sujetos al principio de legalidad no podrían contravenir 

leyes vigentes y la tipificación de infracciones y sancio-

nes solo podrían llevarla a cabo cuando no exista ley re-

guladora y en los casos en que ejerzan una competencia 

típica que lleve implícita la potestad de ordenar el uso 

de bienes y eventualmente de organizar servicios. En-

tendemos que esta interpretación integradora se atiene 

a las reglas de la lógica jurídica, pues no es coherente en 

buena lógica otorgar potestad para aprobar normas, y 

exigir para que se garantice su cumplimiento el ejercicio 

de una potestad legislativa de la que no son titulares 

los entes locales. Debemos entender que mediante esta 

modificación de nuestra doctrina estamos ejerciendo la 

misión que nos encomiendan las leyes, y en concreto 

el título preliminar del Código Civil al referirse a la in-

terpretación de las normas por este Tribunal Supremo 

y declarar que esa interpretación ha de llevarse a cabo 

de acuerdo con las necesidades sociales de los tiempos. 

Pues indudablemente es una necesidad social otorgar 

posibilidades de actuación a los entes locales en el caso 

de incumplimiento de las ordenanzas que hayan dictado 

en ejercicio válido de la potestad reglamentaria que le 

otorgan las leyes.”

Por consiguiente, el Tribunal Supremo, utilizando 

un criterio hermenéutico adaptado a las actuales “ne-

cesidades sociales”, no solo considera que son con-

formes a derecho las normas locales sancionadoras 

dictadas con sustento en una “ley de mínimos” (STC 

132/2001), sino también aquellas que se aprueben en 

ausencia de toda disposición legal.25

Estos reglamentos locales praeter legem son posi-

bles a fin de hacer efectiva la autonomía local constitu-

cionalmente consagrada y en atención a la elección de 

los miembros del órgano plenario por los habitantes de la 

corporación (legitimación democrática), pero siempre 

y cuando: 

25. Doctrina criticada en la obra Comentarios a la Ley reguladora de las bases de régimen local, Tirant lo Blanch, 2007, ya 
citada.
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a) Se refieran a prohibiciones, deberes y limitacio-

nes establecidos por la entidad local en ejercicio de una 

competencia propia (expresa o implícita) sobre el uso 

de bienes y prestación de servicios, como garantía de 

la efectividad de su cumplimiento. 

b) No infrinjan disposiciones legales. 

c) Sólo contemplen sanciones pecuniarias. 

d) Sean aprobados por el Pleno.

4. Las potestades locales en materia sancio-
nadora. Legislación general

Una vez expuesto el alcance de la potestad sancionado-

ra local según la jurisprudencia constitucional y ordina-

ria, procede examinar el tratamiento legal que, actual-

mente, se otorga a tal haz de facultades, realizando una 

especial mención a la reforma de la Ley de bases del 

régimen local efectuada por la Ley de medidas para la 

modernización del gobierno local del año 2003. 

4.1. Legislación estatal. La Ley 57/2003, de 16 
de diciembre, de medidas para la moderniza-
ción del gobierno local. Sus consecuencias en 
la normativa de régimen local

Si bien la potestad sancionadora de las entidades lo-

cales se encontraba legalmente reconocida ya desde 

el ordenamiento decimonónico, sin embargo, la con-

creción de los límites de dicha potestad, en relación 

con los poderes normativos locales, ha correspondido 

al Tribunal Supremo y al Tribunal Constitucional, como 

hemos visto, a través de pronunciamientos (sobre todo 

la STC 132/2001) que provocaron una importante re-

forma legal conforme a tales determinaciones: la Ley 

57/2003, de 16 de diciembre. 

4.1.1. Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de 
medidas para la modernización del gobierno 
local
El origen de la citada norma radica en un proyecto de 

ley presentado por el Gobierno ante el Congreso de los 

Diputados el 10 de junio de 2003 (dos días después 

de dictarse la STC 132/2001), y cuya discusión parla-

mentaria se llevó fundamentalmente a cabo en el seno 

de la Comisión de Régimen de las Administraciones 

Públicas. 

Si bien se suscitaron amplios debates en relación 

a otros aspectos contenidos en la iniciativa de refor-

ma, como el relativo al nuevo título X LBRL sobre el 

“Régimen de organización de los municipios de gran 

población”, sin embargo, respecto al nuevo título XI 

de la LBRL, “Tipificación de las infracciones y sanciones 

por las entidades locales en determinadas materias”, 

las Cortes Generales aprobaron la misma redacción 

contenida en el proyecto, respecto de la cual solo se 

presentó una enmienda (núm. 141, por el Grupo Par-

lamentario Vasco), acerca de la conveniencia de que el 

artículo 141 contemplase medidas sancionadoras dis-

tintas a la multa, enmienda que no fue acogida. 

En el punto IV de su exposición de motivos señala 

que: 

“Finalmente, el nuevo título XI de la LRBRL viene a 

tratar otro aspecto ineludible del régimen jurídico de 

las entidades locales, al regular la tipificación de las 

infracciones y sanciones por las entidades locales en 

determinadas materias. En efecto, no podía demorarse 

por más tiempo la necesidad de colmar la laguna legal 

que existe en materia de potestad sancionadora muni-

cipal en aquellas esferas en las que no encuentren apo-

yatura en la legislación sectorial, estableciendo criterios 

de tipificación de las infracciones y las correspondien-

tes escalas de sanciones para que las funciones de esta 

naturaleza se desarrollen adecuadamente, de acuerdo 

con las exigencias del principio de legalidad adaptadas 

a las singularidades locales, y siempre en defensa de la 

convivencia ciudadana en los asuntos de interés local 

y de los servicios y el patrimonio municipal, conforme 

a la doctrina establecida por la sentencia del Tribunal 

Constitucional 132/2001, de 8 de junio. Esta regula-

ción se completa con la necesaria modificación de los 

artículos 127.1 y 129.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de régimen jurídico de las administraciones 

públicas y del procedimiento administrativo común.”

El citado cuerpo legal introdujo, por lo que aquí res-

pecta, importantes modificaciones en la Ley 7/1985, 

de 2 de abril, y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 

a fin de regular, con rango de ley, los límites del ejer-

cicio de las potestades normativas locales en relación 

con su potestad sancionadora, los cuales solo venían 

determinados por la doctrina del Tribunal Constitucio-

nal, a la cual se hace expresa mención. 

Sin embargo, en la Ley 57/2003 no se efectúa re-

ferencia alguna a la sentencia del Tribunal Supremo de 

29 de septiembre de 2003, dictada casi tres meses an-

tes, la cual, como ya mencioné, superaba ampliamente 
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la doctrina constitucional, mediante una interpretación 

del principio de legalidad modulado por el principio 

de autonomía local, permitiendo que los entes locales, 

con ciertos requisitos, tipificasen infracciones y sancio-

nes en ausencia de norma legal. 

Respecto de los cambios introducidos por la Ley 

57/2003, se examinarán a continuación, dentro del 

apartado relativo a cada una de las leyes modificadas. 

4.1.2. Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del 
régimen jurídico de las administraciones pú-
blicas y del procedimiento administrativo co-
mún (LPAC)
El título IX, bajo la rúbrica “De la potestad sanciona-

dora”, fue modificado por la Ley 57/2003, de 16 de 

diciembre. A lo largo de sus doce artículos (127 a 138), 

organizados en dos capítulos, se recoge, en calidad de 

legislación básica, el núcleo material del interés gene-

ral acerca de los principios de la potestad sancionadora 

y del procedimiento sancionador, si bien dejando mar-

gen para que las comunidades autónomas dicten, en 

atención a sus intereses respectivos, la normativa de 

desarrollo que estimen conveniente. 

1) Dentro del capítulo primero, denominado “Princi-

pios de la potestad sancionadora”, se realiza un desarro-

llo de las garantías consignadas en el artículo 25 CE para 

el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administra-

ción, sobre todo del principio de legalidad y sus postula-

dos en él integrados, como la retroactividad de la nor-

ma más beneficiosa (artículo 128), la tipicidad (artículo 

129), la culpabilidad (artículo 130), la proporcionalidad 

(artículo 131), la seguridad jurídica (artículo 132) y la 

interdicción del non bis in idem (artículo 133). 

Por lo que respecta a las entidades locales, el artículo 

127.1, relativo al “Principio de legalidad”, dispone que: 

“1. La potestad sancionadora de las administra-

ciones públicas, reconocida por la Constitución, se 

ejercerá cuando haya sido expresamente reconocida 

por una norma con rango de ley, con aplicación del 

procedimiento previsto para su ejercicio y de acuerdo 

con lo establecido en este título y, cuando se trate de 

entidades locales, de conformidad con lo dispuesto en 

el título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 

de las bases del régimen local.”

Por otro lado, el artículo 129.1, referente al “Principio 

de tipicidad”, establece en su primer apartado que: 

“Sólo constituyen infracciones administrativas las vul-

neraciones del ordenamiento jurídico previstas como tales 

infracciones por una ley, sin perjuicio de lo dispuesto para 

la Administración local en el título XI de la Ley 7/1985, de 

2 de abril, reguladora de las bases del régimen local.” 

Es decir, como correlato de la STC 132/2001, co-

rresponde a las entidades locales el cumplimiento de la 

determinación exigida por el principio de tipicidad. 

A pesar de que estos dos preceptos realicen una re-

misión en exclusiva a la LBRL como “ley de cobertura”, 

la potestad sancionadora de los entes locales, como 

facultad para determinar infracciones y sanciones, no 

solo se refiere a los bienes jurídicos señalados en el ar-

tículo 139 LBRL (relaciones de convivencia y uso de ser-

vicios, equipamientos, infraestructuras, instalaciones y 

espacios públicos), sino se debe entender también ha-

bilitada por cualquier ley sectorial que fije los mínimos 

de antijuridicidad y catálogo de sanciones exigidos por 

el Tribunal Constitucional. 

2) El capítulo II aborda los “Principios del procedi-

miento sancionador”, en desarrollo de las garantías 

procedimentales establecidas en el artículo 25 CE, in-

terpretadas por la jurisprudencia constitucional para 

hacerlas extensivas desde el ámbito penal al sancio-

nador: necesidad de procedimiento y prohibición de 

sanciones impuestas de plano (artículo 134), audiencia 

(artículo 135), presunción de inocencia (artículo 137). 

Los citados principios “formales” fueron desarrolla-

dos, en cumplimiento de la disposición adicional terce-

ra de la LPAC, por el Real decreto 1398/1993, de 4 de 

agosto, por el que se aprobó el Reglamento de proce-

dimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora 

(RPEPOS), al cual haré después referencia en cuanto 

recoge reglas específicas para las entidades locales. 

4.1.3. Ley de bases del régimen local
1) Reconocimiento de la potestad sancionadora. 

El artículo 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, re-

guladora de las bases del régimen local (LBRL, en la 

redacción conferida tras la modificación operada por 

la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de modernización 

del gobierno local), dispone que: 

“1. En su calidad de administraciones públicas de 

carácter territorial, y dentro de la esfera de sus compe-

tencias, corresponden en todo caso a los municipios, 

las provincias y las islas: a) Las potestades reglamen-

taria y de autoorganización […] f) Las potestades de 

ejecución forzosa y sancionadora“[…] 

“2. Lo dispuesto en el número precedente podrá 

ser de aplicación a las entidades territoriales de ámbito 
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inferior al municipal y, asimismo, a las comarcas, áreas 

metropolitanas y demás entidades locales, debiendo las 

leyes de las comunidades autónomas concretar cuáles 

de aquellas potestades serán de aplicación, excepto en 

el supuesto de las mancomunidades, que se rigen por 

lo dispuesto en el apartado siguiente. 

“3. Corresponden a las mancomunidades de munici-

pios, para la prestación de los servicios o la ejecución de 

las obras de su competencia, las potestades señaladas en 

el apartado 1 de este artículo que determinen sus estatu-

tos. En defecto de previsión estatutaria, les corresponde-

rán todas las potestades enumeradas en dicho apartado, 

siempre que sean precisas para el cumplimiento de su 

finalidad, y de acuerdo con la legislación aplicable a cada 

una de dichas potestades, en ambos casos.”

A partir del tenor literal de tal precepto, se coli-

ge que los entes locales de existencia constitucional 

necesaria (municipios, provincias e islas) siempre son 

titulares de la potestad sancionadora y de la reglamen-

taria, en tanto que las restantes entidades locales que 

podemos denominar “contingentes” ostentarán tales 

poderes si así lo recoge expresamente la legislación 

autonómica (las inframunicipales, comarcas, áreas me-

tropolitanas y otras), o bien sus Estatutos (respecto de 

las mancomunidades). 

Dicho precepto debe ponerse en relación con el 

artículo 84 LBRL, el cual, situado en el capítulo II del 

título VI de la LBRL (referente a “Bienes, actividades y 

servicios, y contratación”) determina que “1. Las cor-

poraciones locales podrán intervenir la actividad de los 

ciudadanos a través de los siguientes medios: a) orde-

nanzas y bandos”. 

La mención a ambos tipos de potestades –regla-

mentaria y sancionadora– relacionadas íntimamente 

con la determinación de infracciones e imposición de 

sanciones, se contenía ya en la redacción originaria del 

mencionado artículo. 

2) Competencia para su ejercicio. 

–El ejercicio de las potestades sancionadora y re-

glamentaria corresponden, respectivamente, al Alcalde 

y al Pleno de los municipios de régimen general, de 

acuerdo con los artículos 21 y 22 LBRL, y, correlativa-

mente, al Presidente y al Pleno de las diputaciones pro-

vinciales, en virtud de los artículos 21.1.n), 22.2.d), la 

residual del 34.1.o) y 33.2.a) LBRL. 

La competencia sancionadora de los alcaldes y pre-

sidentes de la corporación es delegable (artículo 21.3 

LBRL), no siendo delegable la perteneciente al Pleno 

para aprobar ordenanzas (artículo 22.4 LBRL). 

–Por lo que concierne al “Régimen de los munici-

pios de gran población” (introducido por la Ley 57/2003, 

de 16 de diciembre), contenido en el título X de la Ley de 

bases del régimen local,26 el artículo 123.1 atribuye al 

Pleno “d) aprobación y modificación de las ordenanzas 

y reglamentos municipales”, si bien se pueden aprobar 

por mayoría simple, y, a diferencia de los municipios “or-

dinarios”, es una competencia delegable a favor de las 

comisiones referidas en el apartado 4 del artículo 122. 

Respecto del Alcalde, el artículo 124.4 dispone que 

“4. En particular, corresponde al Alcalde el ejercicio de 

las siguientes funciones: ñ) Las demás que le atribu-

yan expresamente las leyes y aquéllas que la legislación 

del Estado o de las comunidades autónomas asignen 

al municipio y no se atribuyan a otros órganos muni-

cipales”, dentro de la cual, en ausencia de mención 

expresa, cabe incluir la imposición de sanciones, sien-

do delegable en “la Junta de Gobierno Local, en sus 

miembros, en los demás concejales y, en su caso, en 

26. El citado título de la LBRL es aplicable a los municipios que cumplan los requisitos señalados en el artículo 121, cuyo 
tenor literal establece que: 

“1. Las normas previstas en este título serán de aplicación:
“a) A los municipios cuya población supere los 250.000 habitantes.
“b) A los municipios capitales de provincia cuya población sea superior a los 175.000 habitantes.
“c) A los municipios que sean capitales de provincia, capitales autonómicas o sedes de las instituciones autonómicas.
“d) Asimismo, a los municipios cuya población supere los 75.000 habitantes, que presenten circunstancias económicas, 

sociales, históricas o culturales especiales.
“En los supuestos previstos en los párrafos c) y d), se exigirá que así lo decidan las asambleas legislativas correspondientes 

a iniciativa de los respectivos ayuntamientos.
2. Cuando un municipio, de acuerdo con las cifras oficiales de población resultantes de la revisión del padrón municipal 

aprobadas por el Gobierno con referencia al 1 de enero del año anterior al del inicio de cada mandato de su ayuntamiento,  
alcance la población requerida para la aplicación del régimen previsto en este título, la nueva corporación dispondrá de un plazo 
máximo de seis meses desde su constitución para adaptar su organización al contenido de las disposiciones de este título.

“A estos efectos, se tendrá en cuenta exclusivamente la población resultante de la indicada revisión del padrón, y no las 
correspondientes a otros años de cada mandato.

“3. Los municipios a los que resulte de aplicación el régimen previsto en este título, continuarán rigiéndose por el mismo 
aun cuando su cifra oficial de población se reduzca posteriormente por debajo del límite establecido en esta ley.”
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los coordinadores generales, directores generales u ór-

ganos similares”. 

3) El título XI de la Ley de bases del régimen local. 

Los artículos 139 a 141 LBRL (introducidos por la Ley 

57/2003), bajo la rúbrica de “Tipificación de las infraccio-

nes y sanciones por las entidades locales en determinadas 

materias”, primero, fijan los “criterios mínimos de antijuri-

dicidad” sobre la base de los cuales los entes locales pue-

den después establecer infracciones y, segundo, señalan 

un catálogo de sanciones (pecuniarias) a fin de que aqué-

llos puedan seleccionar la consecuencia que lleva apareja-

da la conducta ilícita predeterminada (STC 132/2001). 

Como matiza Rebollo Puig, esta regulación sirve 

para dictar desde su entrada en vigor, reglamentos lo-

cales sancionadores, pero no para salvar a posteriori las 

ordenanzas anteriores.27

El artículo 139 LBRL, “Tipificación de infracciones y 

sanciones en determinadas materias”, establece que: 

“Para la adecuada ordenación de las relaciones 

de convivencia de interés local y del uso de sus servi-

cios, equipamientos, infraestructuras, instalaciones 

y espacios públicos, los entes locales podrán, en de-

fecto de normativa sectorial específica, establecer 

los tipos de las infracciones e imponer sanciones 

por el incumplimiento de deberes, prohibiciones o 

limitaciones contenidos en las correspondientes or-

denanzas, de acuerdo con los criterios establecidos 

en los artículos siguientes.”

El precepto habilita la potestad –normativa– sancio-

nadora local, “en defecto de normativa sectorial espe-

cífica”, es decir, tiene en cuenta que los criterios míni-

mos pueden venir establecidos por leyes específicas, ya 

que la LBRL, como se colige de la propia denominación 

del título XI (“en determinadas materias”), no pretende 

cumplir el papel de un “código sancionador local”. 

Por consiguiente, de acuerdo con el citado artículo, 

los aspectos nucleares de la antijuridicidad que deben 

respetar los reglamentos locales al determinar conduc-

tas infractoras son: 

a) Primero, en cuanto a la antijuridicidad material, los 

bienes jurídicos protegidos son la convivencia y el uso de 

servicios, bienes y espacios públicos de interés local. 

b) Segundo, respecto a la antijuridicidad formal, el 

ataque a tales bienes jurídicos debe producirse a través 

del incumplimiento de deberes, prohibiciones o limita-

ciones contenidos en las “ordenanzas”, como deter-

mina el artículo, debiendo entenderse referido a cual-

quier tipo de reglamento local dictado por el órgano 

plenario (STC 132/2001), o por quien éste delegue en 

los municipios de gran población. 

El artículo 140 LBRL realiza una “Clasificación de 

las infracciones”, en atención a la trascendencia de la 

lesión del bien jurídico tutelado: 

“1. Las infracciones a las ordenanzas locales a que 

se refiere el artículo anterior se clasificarán en muy gra-

ves, graves y leves. 

“Serán muy graves las infracciones que supongan: 

“a) Una perturbación relevante de la convivencia 

que afecte de manera grave, inmediata y directa a la 

tranquilidad o al ejercicio de derechos legítimos de otras 

personas, al normal desarrollo de actividades de toda 

clase conformes con la normativa aplicable o a la salu-

bridad u ornato públicos, siempre que se trate de con-

ductas no subsumibles en los tipos previstos en el capí-

tulo IV de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, de protección 

de la seguridad ciudadana. 

“b) El impedimento del uso de un servicio público 

por otra u otras personas con derecho a su utilización. 

“c) El impedimento o la grave y relevante obstruc-

ción al normal funcionamiento de un servicio público. 

“d) Los actos de deterioro grave y relevante de equi-

pamientos, infraestructuras, instalaciones o elementos 

de un servicio público. 

“e) El impedimento del uso de un espacio público 

por otra u otras personas con derecho a su utilización. 

“f) Los actos de deterioro grave y relevante de es-

pacios públicos o de cualquiera de sus instalaciones y 

elementos, sean muebles o inmuebles, no derivados 

de alteraciones de la seguridad ciudadana. 

“2. Las demás infracciones se clasificarán en graves 

y leves, de acuerdo con los siguientes criterios:

“a) La intensidad de la perturbación ocasionada en 

la tranquilidad o en el pacífico ejercicio de los derechos 

de otras personas o actividades. 

“b) La intensidad de la perturbación causada a la 

salubridad u ornato públicos. 

“c) La intensidad de la perturbación ocasionada en 

el uso de un servicio o de un espacio público por parte 

de las personas con derecho a utilizarlos. 

“d) La intensidad de la perturbación ocasionada en 

el normal funcionamiento de un servicio público. 

“e) La intensidad de los daños ocasionados a los 

equipamientos, infraestructuras, instalaciones o ele-

mentos de un servicio o de un espacio público.”

27. Obra ya citada, alude a la sentencia de la Audiencia Nacional de 25 de noviembre de 2004.
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Respecto del citado artículo, podemos destacar: 

–El reproducido precepto, desarrollando los criterios 

mínimos contenidos en el artículo 139, solo efectúa 

una relación detallada de aquellas lesiones o puesta 

en peligro de los bienes jurídicos tutelados que pue-

den tipificarse como infracciones muy graves, si bien 

su clasificación como grave o leve dependerá de la in-

tensidad del daño o del riesgo, no de la naturaleza de 

la conducta, que es la misma. La definición, por consi-

guiente, sirve para las tres categorías de infracciones. 

–El artículo 140 diferencia la posibilidad de tipi-

ficar infracciones de resultado (cuando habla de da-

ños, deterioro, impedimento u obstrucción, referida a 

servicios, bienes o elementos materiales) o de peligro 

(cuando se refiere a la perturbación, normalmente re-

lacionado con derechos y actividades de las personas). 

–La letra a) del apartado primero excluye de la po-

testad sancionadora local a aquellas “perturbaciones 

relevantes de la convivencia” que no se encentren ya 

tipificadas en el capítulo IV de la Ley 1/1992, de 21 de 

febrero, de protección de la seguridad ciudadana, rela-

tivo al “Régimen sancionador”, artículos 23 a 39. En la 

letra f) se hace una referencia implícita a dicha ley, al ex-

cluir de la potestad sancionadora los actos de deterioro 

derivados de alteraciones de la seguridad ciudadana. 

–Destaca el uso de conceptos jurídicos indetermi

nados, como “tranquilidad”, “salubridad u ornato públi-

co”, “desarrollo de actividades de toda clase”, “afecta-

ción grave, inmediata y directa”, técnica permitida por el 

Tribunal Constitucional, como ya vimos (STC 219/1989). 

–Estas clases de comportamientos, en el supuesto 

de ser tipificados por los reglamentos locales, pudieran 

entrar en colisión con la normativa penal (como en el 

supuesto de daños), debiendo resolverse los posibles 

conflictos de acuerdo con el principio non bis in idem, 

recogido en el artículo 133 LPAC. 

Respecto de las sanciones, el artículo 141 LBRL solo 

se refiere a los límites de las sanciones económicas:28 

“Salvo previsión legal distinta, las multas por in-

fracción de ordenanzas locales deberán respetar las 

siguientes cuantías: Infracciones muy graves: hasta 

3.000 euros. Infracciones graves: hasta 1.500 euros. 

Infracciones leves: hasta 750 euros.”

Resulta criticable que el legislador, aprovechando 

la modificación operada por la Ley 57/2003, no haya 

previsto otras posibles consecuencias sancionadoras 

distintas de la multa, como las suspensiones o revo-

caciones de licencias, la prohibición de realizar ciertas 

actividades, la realización de trabajos voluntarios en 

beneficio de la comunidad, el comiso. 

Sin embargo, la existencia de otras clases de sancio-

nes sí se recoge en leyes sectoriales que contemplan la 

potestad sancionadora local, por ejemplo: 

–Artículo 67 del Texto articulado de la Ley sobre trá-

fico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, 

aprobado por el Real decreto legislativo 339/1990, de 

2 de marzo,29 respecto de las infracciones cometidas 

en vías urbanas (artículo 68.4), contempla la suspen-

sión del permiso o licencia de conducir en el supuesto 

de infracciones graves y muy graves. 

–Artículo 29.2 de la Ley 47/2003, de 17 de noviem-

bre, del ruido, recoge un catálogo de sanciones a poder 

determinar en las ordenanzas locales, multa o suspensión 

de vigencia de autorizaciones o licencias municipales.

–Artículo 71 de la Ley catalana 6/1993, de 15 de 

julio, de la gestión de los residuos, recoge como po-

sibles sanciones la multa, la suspensión de actividad, 

clausura de locales y establecimientos y el precinto, si 

bien, en el supuesto de las entidades locales, con los 

límites de los artículos 75 y 76. 

–Artículo 33 de la Ley catalana 16/2002, de 28 de ju-

nio, de protección contra la contaminación acústica, que, 

además de multa, permite la imposición de la sanción  

de suspensión temporal de actividades en el supuesto de 

infracciones graves y muy graves, debiendo ponerse en 

relación con la competencia local, artículo 37. 

28. La sanción de multa ya venía recogida en el artículo 59 del Real decreto legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el 
que se aprueba el Texto refundido de disposiciones legales vigentes en materia de régimen local (TRRL), en cuya virtud “Las 
multas por infracción de ordenanzas no podrán exceder, salvo previsión legal distinta, de 25.000 pesetas en municipios de 
más de 500.000 habitantes; de 15.000 pesetas en los de 50.001 a 500.000; de 10.000 pesetas en los de 20.001 a 50.000;  
de 5.000 pesetas en los de 5.001 a 20.000, y de 500 pesetas en los demás municipios”. Las cuantías fueron actualizadas por la 
disposición adicional única de la Ley 11/1999, de 21 de abril, “Salvo previsión legal distinta en cuanto a sus cuantías, las multas 
por infracción de ordenanzas no podrán exceder de 300.000 pesetas en municipios de más 250.000 habitantes, de 150.000 
pesetas en los de 50.001 a 250.000 habitantes, de 75.000 pesetas en los de 20.001 a 50.000 habitantes, de 50.000 pesetas 
en los de 5.001 a 20.000 habitantes, y de 25.000 pesetas en los demás municipios”.      

29. En la actualidad, existe un proyecto de ley de reforma del mismo en materia de procedimientos sancionadores, trami-
tado por la Comisión de Interior del Congreso de los Diputados desde el 2 de diciembre de 2008, y actualmente a punto de 
finalizar el trámite de enmiendas, prorrogado en varias ocasiones.
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4.1.4. Real decreto 1398/1993, de 4 de agos-
to, por el que se aprueba el Reglamento del 
procedimiento para el ejercicio de la potes-
tad sancionadora (RPEPOS)
En relación con el procedimiento que debe seguir-

se preceptivamente para la imposición de sanciones 

(artículos 127.1 y 134 LPAC), este reglamento recoge 

una regulación de la tramitación de tales expedientes, 

que resulta aplicable a los procedimientos seguidos 

ante las entidades locales, bien de forma plena y di-

recta, cuando ejercite competencias sancionadoras 

estatales, bien de forma supletoria, en dos supuestos: 

primero cuando ejercite competencias sancionadoras 

autonómicas y en ausencia de regulación específica; 

segundo, cuando la tipificación de las conductas y 

sanciones le correspondan, y los reglamentos locales 

nada dispongan al respecto, tal y como se deriva del 

artículo 1: 

“La potestad sancionadora se ejercerá mediante 

el procedimiento establecido en este reglamento, en 

defecto total o parcial de procedimientos específi-

cos previstos en las correspondientes normas, en los 

supuestos siguientes: a) Por la Administración Ge-

neral del Estado, respecto de aquellas materias en 

que el Estado tiene competencia exclusiva. b) Por 

la Administración de las comunidades autónomas, 

respecto de aquellas materias en que el Estado tiene 

competencia normativa plena. c) Por las entidades 

que integran la Administración local, respecto de 

aquellas materias en que el Estado tiene competen-

cia normativa plena. 

“2. Asimismo, se aplicará este reglamento a los 

procedimientos sancionadores establecidos por orde-

nanzas locales que tipifiquen infracciones y sanciones, 

respecto de aquellas materias en que el Estado tiene 

competencia normativa plena, en lo no previsto por 

tales ordenanzas.” 

El artículo 2.2, extralimitándose de su objeto 

como norma de desarrollo de la Ley en cuanto a los 

aspectos procedimentales, dispone que “Asimismo, 

las entidades que integran la Administración local, 

cuando tipifiquen como infracciones hechos y con-

ductas mediante ordenanzas, y tipifiquen como in-

fracción de ordenanzas el incumplimiento total o 

parcial de las obligaciones o prohibiciones estable-

cidas en las mismas, al aplicarlas deberán respetar 

en todo caso las tipificaciones previstas en la Ley”, 

recordando las garantías del principio de legalidad 

previsto en la Constitución. 

4.2. Legislación autonómica. Cataluña

4.2.1. Decreto legislativo 2/2003, 28 de abril, 
por el que se aprueba el Texto refundido de la 
Ley municipal y de régimen local (Ley 8/1987, 
de 15 de abril) 
De forma estructuralmente similar a la LBRL, pero referi-

da a las entidades locales en Cataluña, en el citado texto 

refundido se contienen normas acerca de la potestad 

normativa y sancionadora y de los órganos a quienes les 

corresponde la competencia de su ejercicio. 

Respecto a la cláusula genérica de potestad, el 

artículo 8.1 establece que:

“Como administraciones públicas, corresponden a los 

entes locales territoriales de Cataluña, en el ámbito de sus 

competencias y en los términos establecidos por la legis-

lación de régimen local, las potestades siguientes: 

“a) La reglamentaria y la de autoorganización. 

“f) La de ejecución forzosa y la sancionadora.”

En cuanto a la competencia para aprobar las or-

denanzas (así se llaman a los reglamentos locales con 

efectos ad extra, no solo a los municipales, como en 

la LBRL), corresponde al Pleno, en virtud del artículo 

52.2.d), y la de materializar las sanciones pertenece al 

Alcalde, de acuerdo con el artículo 53.1.n) y t). 

El artículo 115.2 también contempla la potestad 

sancionadora de las mancomunidades de municipios 

en aquellas materias que ostenten competencia. Los 

artículos 236 y 237 regulan las ordenanzas como una 

modalidad de intervención de la actividad de los ciuda-

danos, debiendo ajustarse a los principios de legalidad, 

igualdad, proporcionalidad y congruencia con los mo-

tivos y los fines que justifican la potestad y el respeto a 

la libertad individual. 

En concreto, respecto al principio de legalidad, el 

artículo 237 (equivalente al anterior artículo 221 de la 

Ley 8/1987), relativo a las “Ordenanzas y bandos”, dis-

pone que: 

“237.1. Las ordenanzas y los bandos no pueden 

contener preceptos contrarios a las leyes y a otras dis-

posiciones generales. 

“237.2. Las ordenanzas pueden tipificar infraccio-

nes y establecer sanciones de acuerdo con lo que de-

terminan las leyes sectoriales. 

“237.3. Si las leyes no establecen un régimen san-

cionador específico, pueden imponerse multas por 

infracción de las ordenanzas locales, las cuales no 

pueden exceder de 1.803,04 euros en municipios de 

más de 250.000 habitantes, de 901,52 euros en los 
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de 50.001 a 250.000 habitantes, de 450,76 euros en 

los de 20.001 a 50.000 habitantes, de 300,51 euros 

en los de 5.001 a 20.000 habitantes, y de 150,25 

euros en el resto de municipios.30 

“237.4. Lo que establece el apartado 3 es también 

aplicable a las infracciones de bandos dictados por ra-

zón de urgencia. 

“237.5. Corresponde al presidente de la corpora-

ción ejercer la potestad sancionadora, a menos que la 

ley la atribuya a otro órgano de la corporación.”

El citado precepto (vigente desde el 21 de mayo de 

2003), y anterior a la Ley 57/2003, no se encuentra adap-

tado a las modulaciones que, respecto del principio de 

legalidad en relación con la potestad sancionadora local, 

se recogieron en la doctrina del Tribunal Constitucional 

a partir de junio del año 2001 y parte de las cuales, des-

pués, se consagraron con rango de ley (básica). 

1) Habla en todo momento de leyes sectoriales, 

cuando la habilitación puede contenerse en una ley 

de régimen local, como ha sucedido con la LBRL en el 

ámbito de la convivencia y del uso de bienes, servicios 

y espacios públicos de interés local. 

2) No se contienen criterios mínimos de antijuridi-

cidad. 

3) Permite la ordenación sancionadora por bandos 

dictados por el Alcalde, mientras que el Tribunal Consti-

tucional justifica la relativización del principio de legali-

dad en atención a la legitimidad democrática del Pleno. 

4) La cuantía de las multas son inferiores a las re-

cogidas como tope máximo en el artículo 141 LBRL, si 

bien en éste se determina su aplicación supletoria, en 

defecto de previsión legal específica, permitiendo, por 

ello, un incremento de los importes por ley. 

5) Los márgenes cuantitativos máximos de las mul-

tas no se establecen en atención de la gravedad de las 

infracciones, sino que lo hace en función de la pobla-

ción de los municipios. 

4.2.2. Decreto 179/1995, de 13 de junio, por 
el que se aprueba el Reglamento de obras, 
actividades y servicios de las entidades loca-
les en Cataluña (ROAS)
En este reglamento, y completando la previsión de su 

artículo 4 acerca de la potestad normativa local me-

diante ordenanza, se contiene una regulación detalla-

da de la potestad sancionadora en su título II, relativo 

a la “Actividad local de ordenación e intervención ad-

ministrativa”, concretamente en el capítulo VI, bajo la 

rúbrica “Potestad sancionadora”. 

Sin embargo, la redacción del artículo 110, ante-

rior a la STC 132/2001 y a la Ley 57/2003, al igual 

que el artículo 237 del Decret legislatiu 2/2003, debe 

entenderse superada por los nuevos límites impuestos 

a la potestad normativa sancionadora local, ya que 

los reglamentos locales no solo pueden desarrollar 

las infracciones y sanciones previstas legalmente, sino 

también tipificar infracciones y sanciones, respetando, 

eso sí, los criterios mínimos de antijuridicidad y las clases 

de sanciones previstas en una norma con rango de ley. 

“Artículo 110. Objeto.

“1. Las ordenanzas locales podrán tipificar infrac-

ciones y establecer sanciones cuando figuren en las 

leyes, para completar y adaptar las previsiones que se 

contengan en ellas, sin constituir otras nuevas ni alte-

rar la naturaleza o los límites de las que regule la legis-

lación sectorial o el artículo 221 de la Ley municipal y 

de régimen local de Cataluña. 

“2. Las ordenanzas también pueden prever la apli-

cación de medidas provisionales, positivas o negativas, 

proporcionadas a la finalidad perseguida, para asegu-

rar la eficacia de la resolución sancionadora. Estas me-

didas tendrán, en todo caso, los límites a que se refiere 

el artículo 72 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 

de régimen jurídico de las administraciones públicas y 

procedimiento administrativo común, y serán suscepti-

bles de recurso por sí mismas. 

“3. En las relaciones por razón de la prestación de un 

servicio, la potestad sancionadora se ejercerá de acuerdo 

con el procedimiento previsto en la reglamentación o en 

la norma de funcionamiento de aquél aplicable, dictada 

en uso de la potestad local de autoorganización.”

4.2.3. Decret 278/1993, de 9 de noviembre. 
Regula el procedimiento sancionador de apli-
cación en ámbitos de competencias de la Ge-
neralitat
Se trata de un reglamento análogo al RPEPOS, pero de 

aplicación a los expedientes sancionadores que se sus-

30. Estas cuantías coinciden con las introducidas en la disposición adicional única de la Ley 11/1999, de 21 de abril, pero 
resultan más restrictivas, tanto por los importes, como por utilizar el criterio de población, que la regulación contenida en el 
artículo 141 LBRL, tras la Ley 57/2003.
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tancien (bien por la Administración autonómica, bien 

local) sobre materias competencia de la Generalitat de 

Catalunya, y, de forma supletoria, a los entes locales 

en los procedimientos tramitados en ejercicio de su 

potestad sancionadora, en defecto de previsión en las 

ordenanzas, y siempre que no versen sobre materias 

cuya regulación corresponda al Estado. 

“Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

“1. El presente decreto establece el procedimiento 

administrativo sancionador que deben aplicar los órganos 

de la Administración de la Generalitat de Catalunya, de 

acuerdo con los principios establecidos en el título 9 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurí-

dico de las administraciones públicas y del procedimiento 

administrativo común, y tiene carácter supletorio respec-

to a las disposiciones de naturaleza sectorial de compe-

tencias de la Generalitat que sean de aplicación. 

“2. Este decreto será de aplicación supletoria de los 

entes locales de Catalunya en defecto total o parcial 

de los procedimientos sancionadores específicos pre-

vistos en el ordenamiento sectorial o en las ordenanzas 

locales, excepto las materias en las que el Estado tiene 

plena competencia normativa. 

“3. Este reglamento es de aplicación directa a los 

entes locales en los procedimientos sancionadores so-

bre materias de competencia de la Generalitat, cuyo 

ejercicio se les ha delegado. 

“4. Quedan excluidos de la aplicación del presente 

decreto los procedimientos del ejercicio de la potestad 

sancionadora en materia tributaria y los procedimien-

tos para la imposición de sanciones por infracciones en 

el orden social.”

5. Régimen especial del municipio de Barce-
lona

La ciudad de Barcelona, desde la reforma operada en 

el artículo 94 de la Ley de régimen local de 1955 por 

la Ley de 7 de noviembre de 1957, en su calidad de 

gran urbe, y al igual que sucedió con Madrid (Decreto 

1674/1963, de 11 de julio), cuenta con un régimen es-

pecial desde la aprobación del Decreto 1166/1960, de 

23 de mayo (BOE núm. 151, de 24 de junio de 1960), 

el cual, unido al Decreto ley 5/1974, de 24 de agosto, 

y el Decreto 3276/1974, de 28 de noviembre, de cons-

titución y desarrollo de la Entidad Metropolitana, fue 

declarado vigente en la disposición adicional sexta de 

la Ley de bases del régimen local. 

El Decreto 1166/1960 regulaba especialidades or-

gánicas y económicas del municipio, y, respecto a la 

potestad sancionadora, las únicas menciones se refe-

rían a la competencia normativa del Consejo en Ple-

no, y la competencia sancionadora correspondiente 

al Alcalde, contenidas en sus artículos 17 y 7, respec-

tivamente. 

Con posterioridad, el Parlamento de Cataluña, en 

cumplimiento de la disposición transitoria primera de 

la Ley 8/1987, de 15 de abril, municipal y de régimen 

local de Cataluña, aprobó la Ley 22/1998, de 30 de 

diciembre, relativa a la Carta Municipal de Barcelona 
(modificada por la Ley 11/2006, de 19 de julio). 

Respecto a la potestad sancionadora local, desta-

ca el artículo 29, ubicado en el título III (“La potestad 

normativa municipal”) referente a las ordenanzas de 

contenido sancionador, en el cual, adelantándose a la 

STC 132/2001, atribuye a los reglamentos municipales 

aprobados por el Consejo Municipal (Pleno) el cum-

plimiento de la garantía material de tipicidad de las 

infracciones en las materias de competencia del con-

sistorio, así como también permite la sustitución de las 

multas por trabajos para la comunidad, cuando así lo 

establezca la ordenanza de acuerdo con la ley, o, en 

defecto de esta previsión, con el consentimiento de la 

persona interesada: 

“1. Las ordenanzas deben tipificar exactamente 

las obligaciones cuyo incumplimiento sea objeto de 

sanción. Esta tipificación debe limitarse a las mate-

rias en las que el Ayuntamiento tiene competencia de 

acuerdo con la presente Carta o la correspondiente 

ley sectorial. 

“2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y 

muy graves. 

“3. El incumplimiento de las prescripciones conteni-

das en las ordenanzas y disposiciones generales munici-

pales y órdenes individuales es sancionable con una multa 

municipal. Cuando la ordenanza municipal lo establezca, 

de acuerdo con la Ley o, en su defecto, previo consenti-

miento de la persona afectada, puede sustituirse la multa 

pecuniaria por trabajos para la comunidad.”

Por otro lado, en el capítulo XVI del título VI (“Com-

petencias municipales”), referente a la materia de “Se-

guridad ciudadana”, dispone que: 

“Artículo 128.1. Corresponde al Ayuntamiento de 

Barcelona: 

“a) Colaborar en la función de policía de seguridad 

ciudadana, de acuerdo con lo que establece la Junta 

Local de Seguridad. 
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“b) Sancionar en las ordenanzas municipales los ac-

tos contrarios al orden y la seguridad ciudadana en el 

ámbito de las relaciones de vecindad, respetando los 

derechos y libertades fundamentales. 

“c) Ejercer las atribuciones que en materia de es-

pectáculos establece la legislación sectorial vigente. 

“2. Estas competencias y funciones municipales en 

materia de seguridad son desarrolladas por la Guardia 

Urbana de Barcelona, sin perjuicio de las que corres-

pondan a otras fuerzas y cuerpos de seguridad. 

“Artículo 129. 

“El Ayuntamiento de Barcelona regula, mediante 

ordenanza municipal, las conductas constitutivas de 

infracción administrativa grave siguientes: 

“a) Producir desórdenes y daños graves a personas 

y bienes de dominio público, espacios o establecimien-

tos públicos, si no constituyen delito. 

“b) Practicar, en la vía pública, toda clase de juegos 

de azar no autorizados, con finalidad lucrativa o me-

diante apuesta. 

“c) Poseer animales que pueden causar alarma, 

molestias y daños a las personas, sin haber obtenido 

las correspondientes autorizaciones, de acuerdo con 

los requisitos que se establezcan por Reglamento, 

y sin dar cumplimiento a las condiciones de segu-

ridad e higiene exigibles. El abandono de animales 

debe sancionarse de acuerdo con lo establecido en 

la Ley 3/1988, de 20 de abril, de protección de los 

animales. 

“d) Realizar actos y producir alborotos como con-

secuencia de conductas incívicas, vandálicas o debidas 

a embriaguez en la vía pública, o en instalaciones y 

bienes de dominio público, siempre y cuando no cons-

tituyan delito. Cuando estos actos se produzcan en el 

exterior de locales de concurrencia pública, la ordenan-

za debe regular la responsabilidad de los propietarios 

de los establecimientos. 

“e) Tener comportamientos incívicos, de conteni-

dos xenófobos, racistas y sexistas. 

“f) Hacer comercio ambulante, limpieza de cristales 

y otras actividades en la vía pública sin permiso.

“g) Vender productos alcohólicos y tabaco a me-

nores.”

Se debe destacar que, en el momento de la apro-

bación de la comentadísima “Ordenanza de medidas 

para fomentar y garantizar la convivencia ciudadana 

en el espacio público de Barcelona” (sesión del Pleno 

del Consejo Municipal celebrada el 23 de diciembre de 

2005, publicada en el BOP núm. 20, de 24 de enero 

de 2006, con vigencia desde el 25 de enero de 2006), 

el marco normativo en el que se integraba la contro-

vertida norma era tanto el régimen general establecido 

para todas las entidades locales existentes en Cata-

luña, conformado por la Ley 30/1992, la Ley 7/1985 

(ambas, tras la reforma de la Ley 57/2003), el Decret 

legislatiu 2/2003 y el Decret 179/1995, como también 

el régimen específico constituido por el Decreto estatal 

1166/1960 y la Ley catalana 22/1998. 

El 13 de marzo de 2006, las Cortes Generales apro-

baron la Ley 1/2006, por la que se regula el régimen 

especial del municipio de Barcelona (derogando el De-

creto 1166/1960 y adaptando la regulación del muni-

cipio a la Ley 57/2003, como ordenaba su disposición 

transitoria cuarta), la cual entró en vigor el 14 de ju-

nio de 2006. 
En cuanto a la potestad sancionadora, solo se reali-

za una regulación en el capítulo VI del título II, relativo 

a las competencias en materia de “Seguridad ciuda-

dana” (de forma similar a la Ley catalana 22/1998), 

estableciendo en su artículo 30 que: 

“1. Corresponde al Ayuntamiento de Barcelona co-

laborar con las administraciones competentes en la pre-

vención, mantenimiento y restablecimiento de la seguri-

dad ciudadana, y tratar de garantizarla en lo referente 

a aquellos actos que ocasionen molestia social o daños 

sobre bienes y personas en la vía pública, sin perjuicio 

de las competencias que en esta materia le atribuye 

la Ley de Cataluña 22/1998, de 30 de diciembre, de la 

Carta Municipal de Barcelona y demás legislación vi-

gente. 2. Las ordenanzas municipales podrán conside-

rar como infracción administrativa tanto la prestación 

de servicios como el suministro de bienes en el espa-

cio público sin licencia municipal como la demanda 

o adquisición de tales servicios o bienes. En garantía 

del cumplimiento de las ordenanzas, los agentes de la 

autoridad podrán decomisar los útiles, género y dine-

ro, en su caso, objeto de la infracción administrativa. 

3. En la imposición de sanciones por el incumplimien-

to de deberes, prohibiciones o limitaciones contenidos 

en las ordenanzas por resolución motivada del órgano 

que resuelva el expediente sancionador, se podrá sus-

tituir la sanción económica por trabajos en beneficio 

de la comunidad, la asistencia obligatoria a cursos de 

formación, a sesiones individualizadas o cualquier otra 

medida alternativa que tenga la finalidad de sensibili-

zar al infractor sobre cuáles son las normas de conduc-

ta en el espacio urbano o reparar el daño moral de las 

víctimas.”
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Este precepto, en especial sus apartados segundo 

y tercero, se refiere a la potestad normativa sanciona-

dora del Ayuntamiento de Barcelona solo en el ámbi-

to de la “Seguridad ciudadana”, más limitado que el 

recogido en los artículos 139 y 140 LBRL, e integrado 

dentro de la regulación básica, como subespecie de 

la esfera de bienes jurídicos tutelados e introducidos 

por la Ley 57/2003. Se puede considerar que el ar-

tículo cumple con el establecimiento de los criterios 

mínimos de antijuridicidad (STC 132/2001), en aten-

ción a la tutela de los bienes jurídicos consignados 

en el apartado primero (“prevención, mantenimiento 

y restablecimiento de la seguridad ciudadana, y tra-

tar de garantizarla en lo referente a aquellos actos 

que ocasionen molestia social o daños sobre bienes 

y personas en la vía pública”) y respecto de las con-

ductas trasgresoras de las ordenanzas previstas en el 

apartado segundo (“tanto la prestación de servicios 

como el suministro de bienes en el espacio público sin 

licencia municipal como la demanda o adquisición de 

tales servicios o bienes”). En cuanto al catálogo de las 

posibles sanciones que pueden corresponder a las in-

fracciones que tipifiquen las ordenanzas barcelonesas 

en relación con la seguridad ciudadana, el apartado 

tercero del artículo 30 no solo contempla la multa, 

sino que también incluye: 

–Los trabajos en beneficio de la comunidad (como 

el artículo 29 de la Ley 22/1998, de la Carta Municipal 

de Barcelona), pero, a diferencia de la ley catalana, sin 

exigir el consentimiento del interesado, lo cual colisio-

na frontalmente con la prohibición de trabajos forzo-

sos establecida en el artículo 25.2 CE. 

–La asistencia obligatoria a cursos de formación, 

a sesiones individualizadas “o cualquier otra medida 

alternativa que tenga la finalidad de sensibilizar al 

infractor sobre cuáles son las normas de conducta 

en el espacio urbano o reparar el daño moral de las 

víctimas”. Por lo que respecta a este último inciso, 

recogido en letra cursiva, resulta muy dudosa su 

adaptación al principio de tipicidad en las sanciones, 

ya que se trata de una cláusula abierta de medidas 

sancionadoras dirigidas, bien a provocar la “sensibi-

lización” en el infractor sobre las reglas de conduc-

ta, bien a que repare el daño moral de la víctima, sin 

que se identifiquen tales consecuencias negativas. 

Desde mi punto de vista, la referencia a los trabajos 

en beneficio de la comunidad, sin exigir su volun-

tariedad, infringe el artículo 25.2 CE, mientras que 

el último inciso no cumple con la garantía material 

(tipicidad) del principio de legalidad, tal y como ha 

sido interpretado por la doctrina constitucional. Las 

ordenanzas que contengan artículos que, por la co-

misión de infracciones, impongan sanciones consis-

tentes, o en trabajos para la comunidad sin la exi-

gencia del consentimiento del interesado, o en me-

didas de sensibilización o reparación del daño moral, 

y que se dicten con sustento en el apartado tercero 

del artículo 30 de la Ley 1/2006, podrían ser nulas 

por la inconstitucionalidad del precepto legal que le 

sirve de cobertura (STC 60/2000, de 2 de marzo), 

siempre, claro está, que se declare esta disconformi-

dad con la Constitución por el órgano competente 

para ello: el Tribunal Constitucional.

6. Los principios de la potestad sancionadora. 
Análisis de la doctrina de los tribunales supe-
riores de justicia

En los epígrafes anteriores ha quedado fijado cuál es 

el marco dentro del cual puede desenvolverse la potes-

tad normativa local en el ámbito sancionador, teniendo 

en cuenta la modulación efectuada, en aras de la auto-

nomía local y democracia de los entes locales, sobre el 

principio de legalidad, a partir de la sentencia del Tribu-

nal Constitucional 132/2001, y, sobre todo, desde la Ley 

57/2003, de 16 de diciembre, habiendo también men-

cionado más arriba la ordenación recogida al respecto 

en la legislación catalana de régimen local, en algunas 

leyes sectoriales estatales y de la Comunidad Autónoma 

de Cataluña, así como en las leyes que regulan las es-

pecialidades del municipio de Barcelona. A continuación 

haré referencia a una serie de sentencias dictadas en el 

seno de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de los 

tribunales superiores de justicia, especialmente el de Ca-

taluña, acerca de la naturaleza y límites de la potestad 

local para tipificar infracciones y sanciones, así como 

para imponer estas últimas. 

6.1. Potestad sancionadora. Irrenunciabilidad

La sentencia 212/2007, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Ca

taluña (Sección Quinta), dictada el 16 de marzo de 

2007 dentro del Rollo de apelación 238/2006, con-

firmó la sentencia de 11 de enero de 2006 del Juz-

gado núm. 11 de Barcelona, al considerar acreditado 
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que el Ayuntamiento de Tiana no había ejercitado sus 

competencias para exigir, o sancionar, a una concreta 

sociedad el cumplimiento de los horarios preceptivos 

para desarrollar actividades de vehículos en la vía públi-

ca, establecidos en la Ordenanza cívica del año 2000, a 

fin de evitar molestias a los vecinos. 

La sentencia parte de la base de que las compe-

tencias municipales son irrenunciables (STS de 30 de 

diciembre de 2005, dictada en el ámbito urbanístico), 

y que, ante el incumplimiento de las normas loca-

les por la compañía, al realizar actividades en la ca-

lle mediante vehículos fuera del horario autorizado, 

el Ayuntamiento debió haber actuado en aras de la 

tranquilidad del vecindario y en aplicación de su pro-

pia normativa. 

6.2. Límites de la potestad sancionadora. 
Principio de legalidad en infracciones y san-
ciones

1) En la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-

bunal Superior de Justicia de Cataluña (Sección Terce-

ra), desde el año 2007, se han dictado una serie de 

sentencias relativas a tres categorías de ordenanzas 

locales en las que tipificaban infracciones y sanciones, 

sentencias en las cuales se analizaba el cumplimiento 

del principio de legalidad, ex artículo 25.1 CE, en aten-

ción a la doctrina de la STC 132/2001 y de la nueva 

regulación contenida en la Ley 57/2003: 

–Ordenanzas, que bajo denominaciones diversas y 

procedentes de distintos municipios (Vilabella, Bordils, 

Llambilles, Guils de Cerdanya, Ulldecona, Vilamana, 

Rocafort de Queral, Solivella, Tàrrega, Roses, Milà, Sa-

llent, Mollet del Vallès, Moià y Pira), regulan el régimen 

de residuos, purines y fangos procedentes de activi

dades ganaderas. 

Se trata de regulaciones en gran parte similares, en 

todas las cuales se recogía una ordenación de infrac

ciones careciendo de cobertura legal, al no estar inclui-

da la materia en el artículo 140 LBRL, y que, en cuanto 

a las sanciones, o bien excedían de las cuantías de las 

multas previstas en el artículo 141 LBRL, o establecían 

sanciones distintas a las clases consignadas legalmen-

te. El Tribunal declaró la nulidad de estos preceptos 

(STSJ Cataluña de 20 de julio de 2007, de 13 de no-

viembre de 2007, de 16 de noviembre de 2007, de 3 

de diciembre de 2007, de 7 de diciembre de 2007, de 

17 de enero de 2008, de 23 de enero de 2008, de 28 

de febrero de 2008, de 31 de marzo de 2008, de 5 de 

mayo de 2008 y de 5 de septiembre de 2008). 

–Ordenanza reguladora de usos y actividades ga-

naderas (Coll de Nargó). La sentencia 543/2008, de 

26 de junio, anula los preceptos relativos a la tipificación 

de infracciones careciendo de cobertura legal (no sir-

viendo el artículo 140 LBRL), así como a los criterios 

de graduación distintos a los recogidos en el artículo 

131.1 LPAC. 

–Reglamento metropolitano del taxi, aprobado 

por el Consell Metropolità de l’Entitat Metropolitana 

de Transport el 22 de julio de 2004 (supuesto de po-

testad normativa-sancionadora de las entidades me-

tropolitanas). La sentencia 975/2007, de 16 de no-

viembre (siguiendo la STSJ Cataluña, Sección Tercera, 

672/2001, de 16 de julio) anula el artículo 52.6 por 

carecer la infracción muy grave de cobertura en la Ley 

Catalana 19/2003, del taxi, así como el artículo 23.3.g) 

al contemplar una sanción de revocación de licencia 

careciendo de cobertura legal. 

2) Sentencias dictadas por la Sección Quinta de la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Su-

perior de Justicia de Cataluña el 17 de junio de 2004, 

dentro de los recursos núm. 19/1999 y 1944/1998 

(confirmadas por el Tribunal Supremo, Sección 4ª, en 

las sentencias de 14 de marzo y 17 de septiembre de 

2007), cuyo objeto era la impugnación efectuada con-

tra la Ordenanza reguladora de las condiciones técnicas 

y zonas de ubicación de las instalaciones destinadas a 

la producción y comercialización del pan y pastelería, 

del Ayuntamiento de Barcelona. 

En las referidas dos sentencias, refrendadas por el 

Tribunal Supremo, se anuló parte del régimen sancio-

nador contenido en sus artículos 31 a 36, al carecer las 

infracciones tipificadas de cobertura legal. 

3) Diversas sentencias dictadas por el Tribunal Su-

perior de Justicia de Madrid acerca de la Ordenanza 

municipal de obras, servicios e instalaciones en las vías 

y espacios públicos municipales, del Ayuntamiento de 

Madrid, en las cuales se confirmaron las sentencias 

de instancia que anularon varios Decretos que impu-

sieron a ciertas entidades una sanción de multa por in-

fracciones contempladas en la Ordenanza, cuando los 

comportamientos típicos (como incumplir el modelo 

de valla publicitaria o no proteger los cruces de calza-

da en caso de obras) carecían de anclaje en la Ley (STJ 

Madrid de 5 de abril de 2005, 5 de febrero de 2005, 9 

de febrero de 2005, 14 de diciembre de 2004, 25 de 

noviembre de 2004). 
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6.3. La responsabilidad del infractor

En cuanto al principio de culpabilidad o responsabili-

dad, el artículo 130 LPAC determina que: 

“Artículo 130. Responsabilidad. 

“1. Solo podrán ser sancionadas por hechos cons-

titutivos de infracción administrativa las personas físi-

cas y jurídicas que resulten responsables de los mismos 

aun a título de simple inobservancia. 

“2. Las responsabilidades administrativas que se 

deriven del procedimiento sancionador serán compa-

tibles con la exigencia al infractor de la reposición de 

la situación alterada por el mismo a su estado origi-

nario, así como con la indemnización por los daños y 

perjuicios causados que podrán ser determinados por 

el órgano competente, debiendo, en este caso, comu-

nicarse al infractor para su satisfacción en el plazo que 

al efecto se determine, y quedando, de no hacerse así, 

expedita la vía judicial correspondiente. 

“3. Cuando el cumplimiento de las obligaciones 

previstas en una disposición legal corresponda a varias 

personas conjuntamente, responderán de forma soli-

daria de las infracciones que, en su caso, se cometan y 

de las sanciones que se impongan. 

“Serán responsables subsidiarios o solidarios por el 

incumplimiento de las obligaciones impuestas por la 

ley que conlleven el deber de prevenir la infracción 

administrativa cometida por otros, las personas físicas 

y jurídicas sobre las que tal deber recaiga, cuando así 

lo determinen las leyes reguladoras de los distintos re-

gímenes sancionadores.”

a) La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 

Cataluña (Sección Quinta) 883/2006, de 8 de noviem-

bre, dictada en el seno de la Cuestión de ilegalidad 

1/2006, anula el artículo 144.1.b), párrafo segundo,  

de la Ordenanza reguladora de los usos de las vías y de 

los espacios públicos, aprobada por el Pleno del Ayunta-

miento de Gavà en sesión de fecha 30 de abril de 1998, 

precepto que responde al siguiente tenor literal:

“Cuando estos sean menores de edad, responde-

rán de los incumplimientos los padres, los tutores, o los 

que tengan la custodia legal.”

Como razonamiento de la decisión anulatoria, los 

fundamentos jurídicos cuarto y quinto establecen que: 

“Cuarto. Sentado cuanto antecede, resulta que el 

Ayuntamiento de Gavá, mediante la Ordenanza de 

referencia, aprobada por el Pleno municipal en fecha 

30 de abril de 1998, estableció a tenor del cuestiona-

do artículo 144.1.b), la responsabilidad de los padres, 

tutores, acogedores y guardadores, respecto de los 

menores de edad, autores materiales de cualesquiera 

de las infracciones administrativas tipificadas en ella, 

siendo que, con arreglo al artículo 140 de la misma, 

‘constituyen infracciones la inobservancia de las dispo-

siciones contenidas en esta Ordenanza, tanto por ac-

ción como por omisión’. 

“Abarcando la Ordenanza ámbitos tan diversos 

como la utilización y usos de la vía pública, y dentro de 

ella, entre otras actividades, la venta ambulante, la dis-

tribución de propaganda y la colocación de carteles y ró-

tulos, espectáculos y actividades recreativas, instalación 

de vallas y elementos de obras, ruidos y otras intromisio-

nes, mantenimiento de inmuebles, manifestaciones pú-

blicas, y recogida de residuos urbanos, es patente que 

un título de imputación genérico, como el contenido en 

el artículo 144.1.b) de la Ordenanza, norma de rango 

reglamentario, afectante a los garantes de los autores 

de las infracciones menores de edad, es contrario a la 

previsión del artículo 130.3.2 de la Ley 30/1992, que 

exige que esa responsabilidad por la acción de un terce-

ro, venga determinada por ‘las leyes reguladoras de los 

distintos regímenes sancionadores’, supuesto que no se 

da, según se ha puesto de manifiesto, en el propio he-

cho que está en el origen de la cuestión planteada, a la 

vista de la Ley orgánica 1/1992, de 21 de febrero. 

“Quinto. Siendo corolario de todo ello, la ilegali-

dad del precepto cuestionado, es preciso indicar que el 

resultado sería el mismo si la Ordenanza hubiera sido 

aprobada, no en 1998, sino una vez modificados, por 

la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, los artículos 139 

a 141 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de bases de ré-

gimen local. 

“La nueva redacción de dichos preceptos constitu-

ye el trasunto legislativo de la doctrina jurisprudencial 

(STC 132/2001, de 8 de junio; STS, Sala 3ª, de 29 de 

septiembre de 2003, rec. 5167/98), que flexibilizó la 

exigencia de cobertura, con norma de rango legal, 

para los tipos infractores relacionados con las ‘com-

petencias nucleares de los entes locales’ y con sus 

‘potestades implícitas’, reduciendo aquélla exigencia 

a la configuración de ‘los elementos esenciales de la 

conducta antijurídica y la naturaleza y límites de las 

sanciones a imponer’, ampliando en definitiva la Ley 

57/2003 las competencias sancionadoras de los entes 

locales, de forma que, a tenor del artículo 139 LBRL en 

su nueva redacción: 

”Artículo 139. Tipificación de infracciones y sancio-

nes en determinadas materias. 
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“Para la adecuada ordenación de las relaciones de 

convivencia de interés local y del uso de sus servicios, 

equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espa-

cios públicos, los entes locales podrán, en defecto de 

normativa sectorial específica, establecer los tipos de las 

infracciones e imponer sanciones por el incumplimiento 

de deberes, prohibiciones o limitaciones contenidos en 

las correspondientes ordenanzas, de acuerdo con los cri-

terios establecidos en los artículos siguientes. 

“Sin embargo, salta a la vista que la nueva regula-

ción, limitada a los ámbitos en que no exista normativa 

sectorial específica, con mención expresa, al respecto 

[artículo 140.a) LBRL], a la prevalencia del capítulo IV 

de la Ley orgánica 1/1992, no incluye la posibilidad de 

modificar las reglas o títulos de imputación, como ma-

teria distinta a la configuración de tipos y sanciones. 

“Así pues, debe estarse, en cuanto a la responsa-

bilidad de los garantes, al régimen legal derivado del 

artículo 130.3.2 de la Ley 30/1992, que sigue sin au-

torizar, por via de Ordenanza municipal, una imputa-

ción genérica a aquéllos como la que es objeto de la 

presente cuestión de ilegalidad, que por cuanto se ha 

razonado, procede resolver como se dirá, conforme a 

lo previsto en el artículo 62.2 de la Ley 30/1992, a cuyo 

tenor, son nulas de pleno derecho las disposiciones ad-

ministrativas que vulneren la Constitución, las leyes u 

otras disposiciones administrativas de rango superior, 

“[y] las que regulen materias reservadas a la Ley…” 

La citada sentencia reviste especial importancia para 

examinar la adecuación a derecho o no en relación a 

las normas similares, relativas a la responsabilidad soli-

daria de los padres por las infracciones cometidas por 

sus hijos menores de edad, contenidas en diversas or-

denanzas que sobre el civismo y la convivencia ciuda-

dana se han dictado en muchos municipios catalanes, 

y a una parte de las cuales haré después una breve 

referencia. 

b) La sentencia del Tribunal Superior de Justicia 

de Cataluña (Sección Quinta) 710/2006, de 7 de sep

tiembre, estimó parcialmente el recurso contencioso-

administrativo interpuesto contra la Ordenanza del 

Ayuntamiento de Barcelona aprobada el 11 de abril de 

2003, relativa a las actividades y establecimientos de con-

currencia pública de Barcelona (publicada en el BOP de 

fecha 16 de julio de 2003). 

En su fundamento jurídico undécimo, por lo que 

aquí importa, se razona la conformidad a derecho de 

la atribución de la responsabilidad solidaria a los orga-

nizadores de espectáculos y actividades recreativas, a 

quienes explotan los establecimientos de concurrencia 

pública y a los titulares de las licencias respectivas, en 

cuanto a las conductas incívicas producidas en el ex-

terior de los establecimientos [artículos 29 y 69.m) de 

la Ordenanza], y ello por considerarlos autores de una 

infracción grave, de acuerdo con el artículo 24.m) de 

la Ley catalana 10/1990, de 15 de junio, reguladora 

de la policía de espectáculos, actividades recreativas 

y espectáculos públicos, al implicar dichos comporta-

mientos molestos un incumplimiento de la normativa 

sobre horarios, la vigilancia sobre las bebidas del local, 

entre otros. 

“Tampoco cabe acoger esta impugnación. Esta res-

ponsabilidad por ‘la producció de sorolls, inclosos els 

produïts pel públic en sortir de l’establiment, local o re-

cinte, i d’altres molèsties cuasades per l’incompliment 

d’aquesta Ordenança i de la resta de l’ordenament en 

matèria de policia d’espectacles, activitats recreatives 

i establiments de concurrència pública’, como así se 

configura la infracción grave prevista en el artículo 

69.m), es razonable si se tiene en cuenta que esos ac-

tos reprochables se producen como consecuencia del 

incumplimento de prescripciones reguladas de este 

sector (como pueden ser la infracción de los horarios 

o la permisión de que el público y usuarios salgan del 

establecimiento con bebidas, según se recoge en el 

apartado 2 del citado artículo 29). Es una consecuen-

cia que se impone por una prolongación en el exterior 

de la actividad del establecimiento. En este sentido el 

artículo 24.m) de la Ley 10/1990 califica de falta gra-

ve ‘la producción de ruidos, incluid 29. En la actualidad, 

existe un proyecto de ley de reforma del mismo en materia 

de procedimientos sancionadores, tramitado por la Comisión 

de Interior del Congreso de los Diputados desde el 2 de di-

ciembre de 2008, y actualmente a punto de finalizar el trá-

mite de enmiendas, prorrogado en varias ocasiones. os los 

producidos por el público al salir del local, y de otras 

molestias, cuando éstas sean causadas por el incumpli-

miento de medidas reglamentarias’. El propio tenor de 

este precepto, que reproduce casi literalmente la Orde-

nanza, impone también el rechazo del alegato relativo 

a la presunta indeterminación de la expresión ‘altres 

molèsties’.”

6.4. La proporcionalidad

El artículo 131 LPAC, en relación con el mismo, dispo-

ne que: 
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“1. Las sanciones administrativas, sean o no de na-

turaleza pecuniaria, en ningún caso podrán implicar, 

directa o subsidiariamente, privación de libertad. 

“2. El establecimiento de sanciones pecuniarias de-

berá prever que la comisión de las infracciones tipifica-

das no resulte más beneficioso para el infractor que el 

cumplimiento de las normas infringidas. 

“3. En la determinación normativa del régimen san-

cionador, así como en la imposición de sanciones por las 

administraciones públicas se deberá guardar la debida 

adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de 

la infracción y la sanción aplicada, considerándose espe-

cialmente los siguientes criterios para la graduación de 

la sanción a aplicar: a) La existencia de intencionalidad o 

reiteración. b) La naturaleza de los perjuicios causados. 

c) La reincidencia, por comisión en el término de un año 

de más de una infracción de la misma naturaleza cuan-

do así haya sido declarado por resolución firme.”

–La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 

Cataluña (Sección Quinta)  710/2006, de 7 de sep

tiembre, ya citada, en su fundamento jurídico deci-

mocuarto, concluye que el artículo 79.1.c) de la Orde-

nanza, al recoger como criterio de graduación de las 

sanciones la capacidad económica del infractor, carece 

de respaldo en los artículos 129.3 y 131.2 LPAC, anu-

lándolo, si bien confirmando el previsto en la letra b), 

por tener encaje en la Ley catalana 10/1990. 

“Décimocuarto. Por infringir también normas de 

rango superior, procede igualmente anular el artículo 

79.1.c) de la Ordenanza que establece, como criterio 

de graduación de las sanciones, ‘la capacitat econòmi-

ca de la persona infractora’. Este criterio no encuen-

tra respaldo en los artículos 129.3 y 131.2 de la Ley 

30/1992. Se trata de una pauta para la determinación 

de la sanción procedente que queda reservada a la Ley. 

En el caso, la ley sectorial no lo recoge ni habilita su-

ficientemente al titular de la potestad reglamentaria 

para que la introduzca. 

“En cambio, otro criterio de graduación –el relati-

vo a la importancia o categoría del establecimiento o 

recinto, recogido en el citado artículo 79.1, apartado 

b), también impugnado– sí que aparece expresamen-

te previsto en el artículo 29.1.b) de la Ley 10/1990, al 

configurarse como criterio de graduación de las san-

ciones el de ‘la importancia o la categoría del local’.”

Por consiguiente, las ordenanzas no pueden seña-

lar ex novo criterios de graduación de las sanciones 

no recogidas en las leyes de régimen local o bien en la 

legislación sectorial que resulte aplicable. 

7. Estado actual de la tipificación de infrac-
ciones y sanciones por ordenanzas locales. 
Problemática que suscita la ordenación del 
civismo y la convivencia

A partir de la concreción, jurisprudencial primero, y 

legal, después, acerca del verdadero alcance de la po-

testad normativa sancionadora correspondiente a los 

entes locales dentro del juego permitido por el prin-

cipio constitucional de legalidad, en el ámbito de los 

municipios situados a lo largo del territorio de España, 

en general, y dentro de la Comunidad Autónoma de 

Cataluña, en particular, se ha producido una especie 

de “vorágine” reglamentadora de conductas conside-

radas incívicas y contrarias al modelo de convivencia 

que se considera aconsejable mantener en el marco 

municipal, originando la aprobación sucesiva y conti-

nua de ordenanzas sobre la materia. 

Las citadas ordenanzas “de civismo” parten de 

los criterios mínimos de antijuridicidad o bienes jurí-

dicos protegidos en el artículo 140 LBRL (tras la Ley 

57/2003), y vienen a sustituir a las antiguas ordenanzas 

“de policía y buen gobierno” de las ciudades. 

7.1. Referencia a algunas de las ordenanzas 
cívicas aprobadas en Cataluña

–Ordenanza de civismo y convivencia ciudadana de 

Granollers (2003). 

En su título VI (artículos 75-84) se contiene la regu-

lación del régimen sancionador, donde se tipifican las 

infracciones y se determinan las sanciones. El artículo 

80.1 recoge la responsabilidad solidaria de los padres 

por infracciones cometidas por sus hijos menores. Ade-

más de la multa, en el artículo 81 prevé una sanción ac-

cesoria de retirada de licencia, así como en sus artículos 

83 y 84 contemplan algunas fórmulas alternativas a la 

sanción, de carácter voluntario, como acciones educati-

vas de menores, trabajos en beneficio de la comunidad, 

cursos monográficos. 

–Ordenanza de civismo de Mataró (2005). 

En su capítulo IV (artículos 20-29) se tipifican las 

infracciones, las sanciones y se regula el procedimiento 

sancionador. Destaca la determinación como infrac-

ción leve de cualquier incumplimiento de la ordenanza 

no previsto como grave o muy grave (artículo 21.3), en 

tanto que las sanciones no solo son pecuniarias, sino 

que también se contempla la retirada de autorización 
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municipal en las muy graves. El artículo 23 contempla 

la responsabilidad solidaria del titular de la licencia o 

explotador de la actividad. El artículo 29 permite susti-

tuir la multa en las infracciones leves por otras activida-

des alternativas, con el consentimiento del infractor. 

–Ordenanza de convivencia ciudadana de Solsona 

(2004, modificada en el año 2008). 

Las infracciones se tipifican a lo largo de los títulos II, 

III, IV y V (relativos al comportamiento de los ciudadanos 

en la vía pública, la utilización de la vía pública, limpieza 

de la vía pública, y establecimientos de pública concu-

rrencia), en tanto que el título VI (artículos 46-61) regula 

el régimen sancionador, destacando la previsión conte-

nida en el artículo 48 de sanciones distintas a la multa, 

como la amonestación, la reposición, la suspensión de 

actividades y el precinto. El artículo 21 determina un 

procedimiento para conmutar sanciones. 

–Ordenanza de civismo y convivencia ciudadana de 

L’Hospitalet de Llobregat (2005). 

Se trata de una extensísima ordenanza, cuyo título 

VI (artículos 107-126) se ocupa de tipificar infracciones 

y determinar las sanciones correspondientes, bajo la 

rúbrica “Disciplina administrativa”, subdividido en dos 

capítulos. El artículo 110 efectúa una determinación 

general de las conductas ilícitas, en tanto que la tipifi-

cación específica, en relación con los diversos ámbitos 

regulados en los cinco títulos precedentes (comporta-

miento y conducta ciudadana, animales, uso de bienes 

públicos y entorno urbano), se contiene en la sección 

segunda del capítulo II del título VI. 

De este amplio articulado, destacan los siguientes 

aspectos: la abundancia de criterios de graduación 

contenidos en el artículo 111 (con nueve apartados); 

la diferenciación realizada en el artículo 112 entre san-

ciones accesorias distintas a la multa, respecto de las 

medidas complementarias (reparación, responsabilidad 

civil e indemnización); la responsabilidad de los padres 

y tutores prevista en el artículo 115, así como la posi-

bilidad de sustituir la sanción económica por trabajos 

en beneficio de la comunidad contenida en el artículo 

126, siempre con consentimiento del expedientado. 

–Ordenanza de civismo y de convivencia ciudadana 

de Manlleu (2006). 

El régimen de infracciones y sanciones se contiene 

en su título VI (artículos 134 a 149), destacando la 

previsión de medidas alternativas a la sanción pecu-

niaria, en todo caso, voluntarias, como son los traba-

jos para la comunidad y la asistencia a cursos forma-

tivos (artículo 142), así como el título de responsabi-

lidad solidaria de los padres en el supuesto de existir 

dolo, culpa o negligencia por su parte, así como la 

posibilidad de que éstos deban asistir a determinados 

cursos (artículo 146). 

–Ordenanza de civismo y de convivencia ciudadana 

de El Prat de Llobregat (2003). 

El régimen sancionador se contiene en el título VI 

(artículos 76-86), donde se tipifican las infracciones. 

De nuevo, nos encontramos con la imputación de res-

ponsabilidad a los padres por las infracciones cometi-

das por los hijos menores o incapaces (artículo 81), así 

como la posibilidad de realizar voluntariamente trabajos 

en beneficio de la comunidad y cursos monográficos 

(artículos 85 y 86), aunque la ordenanza no califica a 

ninguna de estas medidas como sanción. 

–Ordenanza municipal de civismo y de convivencia 

de Lleida (2007). 

El título V (artículos 100-114) tipifica las infraccio-

nes, prevé sanciones distintas a la multa (artículo 106, 

como la suspensión de actividades, clausura de locales 

y el precinto); también se atribuye la responsabilidad 

solidaria a los padres por las infracciones cometidas 

por los hijos menores o incapaces (artículo 108), así 

como la posibilidad de someterse a fórmulas alternati-

vas a la sanción o realizar voluntariamente trabajos en 

beneficio de la comunidad (artículos 114 y 115).

–Ordenanza general de convivencia ciudadana y vía 

pública de Girona (1996).

Se trata de un reglamento anterior a la reforma de la 

LBRL producida en el año 2003, en la cual se recoge una 

cláusula genérica de determinación de conductas infrac-

toras (artículo 103), al remitirse a la vulneración de ciertas 

prohibiciones, en tanto que también se tipifican, específi-

camente, algunas infracciones en los artículos 107, 110, 

118 y 122. El título XI contempla la multa como única 

sanción, si bien sustituible –voluntariamente– por traba-

jos en beneficio de la comunidad (artículo 129). 

–Ordenanza general de convivencia ciudadana y 

uso de los espacios públicos de Tarragona y artículos 

que continúan vigentes de las ordenanzas de policía 

y buen gobierno, limpieza viaria y medio ambiente de 

Tarragona (2005). 

Se caracteriza por ser un texto refundido de varias 

normas reglamentarias, donde, en primer lugar se re-

gula ex novo aspectos relacionados con las conductas 

señaladas en el artículo 140 LBRL. Las infracciones se 

tipifican a lo largo del articulado, en los capítulos co-

rrespondientes a cada actividad. Se recogen sanciones 

distintas a la multa, como el cierre o clausura. 
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–Ordenanza de medidas para fomentar y garanti-

zar la convivencia ciudadana en el espacio público de 

Barcelona (2005). 

Sin duda ha sido la “ordenanza cívica” más comen-

tada en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Ca-

taluña, e incluso a nivel nacional, en la actualidad pen-

diente de decidirse su conformidad o no a derecho en 

un total de cuatro recursos directos interpuestos por dis-

tintas entidades ante el Tribunal Superior de Justicia. 

Lo primero que llama la atención de la ordenan-

za es su estructura en tres títulos (referidos a las dis-

posiciones generales, a las normas de conducta en 

distintos ámbitos y a ciertas reglas sobre el régimen 

sancionador y otras medidas), ocupándose de la tipi-

ficación de las infracciones y de la determinación de 

las sanciones correspondientes a lo largo de los doce 

capítulos del título II, cada uno de los cuales desa-

rrolla una actividad o conducta que puede afectar a 

la convivencia o a los bienes, espacios y servicios pú-

blicos. En todos estos capítulos se señalan las reglas 

de comportamiento, las trasgresiones constitutivas de 

infracción y las sanciones que llevan aparejadas, en-

tre las cuales no solo se prevé la multa, sino también 

trabajos en beneficio de la comunidad y asistencia a 

actividades formativas. Por último, también se pre-

vé la responsabilidad solidaria de los padres, la cual 

puede conllevar su asistencia a ciertas actividades de 

concienciación social.

 

7.2. Referencia a algunas de las ordenanzas 
cívicas aprobadas en los municipios situados 
en otras comunidades autónomas

–Ordenanza municipal de medidas para el fomento y 

garantía de la convivencia ciudadana en los espacios 

públicos de Sevilla. 

La tipificación de infracciones y sanciones se contie-

ne en el capítulo VII. El artículo 44 contempla la multa 

como única sanción, si bien sustituible –voluntariamen-

te– por trabajos en beneficio de la comunidad (artículo 

47). Asimismo se prevé la responsabilidad solidaria de 

los padres, tutores y guardadores en el artículo 41. 

–Ordenanza municipal sobre protección de la con-

vivencia ciudadana y prevención de actividades antiso-

ciales de Santander (2008). 

La tipificación de infracciones y sanciones se con-

tiene en el título IV. El artículo 23 contempla la multa 

como única sanción, si bien sustituible –voluntariamen-

te– por trabajos en beneficio de la comunidad (artículo 

29). Asimismo se prevé la responsabilidad solidaria de 

los padres en el artículo 23. 

–Ordenanza municipal sobre promoción de con-

ductas incívicas y protección de los espacios públicos 

de Pamplona. 

La tipificación de infracciones y sanciones se con-

tiene en el título IV. El artículo 37 contempla la multa 

como única sanción, si bien sustituible –voluntaria-

mente– por trabajos en beneficio de la comunidad, en 

supuestos de terminación convencional (artículo 41). 

Asimismo se prevé la responsabilidad solidaria de los 

padres en el artículo 39. 

–Ordenanza reguladora del consumo indebido de 

bebidas alcohólicas, fomento de la convivencia y pre-

vención de actuaciones antisociales de Toledo (2006). 

Las infracciones y sanciones se regulan en el capí-

tulo V. El artículo 24 determina la multa como única 

clase de sanción, mientras que en el mismo precepto 

se establece una variedad de medidas reparadoras del 

daño. 

–Ordenanza para el fomento del civismo que re-

gula la ocupación y utilización de la vía pública de 

Valencia. La tipificación de infracciones y sanciones se 

contiene en el título IV. El artículo 34 prevé la sanción 

pecuniaria en exclusiva, si bien es sustituible, con con-

sentimiento, por otras medidas de reparación (artícu-

lo 41). También se recoge la responsabilidad solidaria 

de los padres en el artículo 40. 

7.3. Algunos pronunciamientos de los tribu-
nales. En especial, sentencias del Tribunal Su-
perior de Justicia de Castilla y León (Vallado-
lid) de 5 y 15 de diciembre de 2006

Respecto a las denominadas genéricamente “orde-

nanzas cívicas”, se han dictado, a fecha de hoy, un 

total de tres sentencias por dos tribunales superio-

res de justicia en el seno de varios recursos directos 

contra las mismas. Me refiero a las ordenanzas de la 

localidad cántabra de Rionansa (2006) y la de Valla-

dolid (2004). 

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 

Cantabria 558/2007, de 13 de julio (recurso 676/2006), 

declaró la conformidad a derecho de la Ordenanza 

para la convivencia ciudadana del Ayuntamiento de 

Rionansa (publicada el 21 de julio de 2006) conside-

rando que el empleo de conceptos jurídicos indetermi-
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nados no atentaba a la seguridad jurídica, ni al princi-

pio non bis in idem, ni tampoco que se produjese una 

extralimitación de las competencias locales, primero, 

por contemplar la obligación de los padres en hacer 

que sus hijos menores acudan a la escuela (artículo 5), 

ya que la participación de los ayuntamientos en la es-

colaridad obligatoria se recoge en el artículo 25 LBRL; 

ni, segundo, por recoger infracciones relacionadas con 

la circulación de vehículos a motor en las vías urbanas, 

ya que los municipios también ostentan atribuciones 

legalmente reconocidas en este ámbito. Respecto de la 

Ordenanza municipal sobre protección de la conviven-

cia ciudadana y prevención de conductas antisociales, 

aprobada por el Ayuntamiento de Valladolid (publica-

da en el BOP de 14 de mayo de 2004), la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 

Justicia de Castilla y León (sede en Valladolid), ha dic-

tado dos sentencias en las cuales ha anulado ciertos 

preceptos del citado reglamento municipal. 

1) Sentencia 2169/2006, de 5 de diciembre (recur-

so 2915/2004). 

En el fallo se anulan los artículos 20.1, 20.2, 23.g) 

y 28.1 de la Ordenanza, si bien en la fundamentación 

se rechazó la pretendida anulación total de la norma, 

así como se declaró la conformidad a derecho de un 

conjunto de preceptos también impugnados. La sen-

tencia desestima la impugnación global de la Ordenan-

za, considerando, primero, que si en ésta se regulan 

ciertos aspectos concernientes a la propiedad privada, 

no se hace en cuanto al contenido esencial o núcleo 

del derecho, sino en relación con las limitaciones que 

es legítimo establecer en aras de su función social. Por 

otro lado, no se considera que la Ordenanza haya in-

fringido el marco de actuación permitido por el artículo 

140 LBRL, ya que los aspectos regulados son de indu-

dable interés local. 

Respecto del artículo 28.1 (fundamento jurídico 

IV), en el mismo se recoge la responsabilidad directa 

de los padres, tutores o guardadores por las infraccio-

nes cometidas por menores o incapaces, norma que el 

Tribunal considera verdaderamente atributiva de res-

ponsabilidad, no meramente didáctica, y que estima 

contraria al principio de la responsabilidad de las penas 

derivado del artículo 25.1 de la Constitución. 

En cuanto al artículo 23.g) (fundamento jurídico 

VIII), la sala apreció la ilegalidad de tipificar como in-

fracción muy grave la conducta consistente en “Cazar 

y matar pájaros y otros animales”, al carecer de respal-

do legal en el artículo 140 LBRL. Por lo que concierne 

al artículo 20 de la Ordenanza (fundamentos jurídicos 

XII al XV), el mismo dispone que “1. Los organizado-

res de actos públicos son responsables de la suciedad o 

deterioro de elementos urbanos o arquitectónicos que 

se produzca en los espacios utilizados y están obligados 

a su reparación o reposición […]. 2. La Administración 

municipal podrá exigir a dichos organizadores una fianza 

por el importe previsible de los trabajos de limpieza que 

se deriven de la celebración del acto. A tal efecto y con 

fin de que los Servicios Municipales prevean las necesi-

dades de contenedores y la organización de la limpieza, 

los organizadores lo comunicarán al Ayuntamiento con 

suficiente antelación a la celebración, quedando dicha 

fianza a reserva de su liquidación definitiva”.

El tribunal apreció que, si bien los municipios pue-

den dictar normas que inciden en los derechos fun-

damentales de reunión y manifestación, al afectar a 

esferas de competencia municipal, como la ordenación 

del tráfico, la protección de sus bienes, la seguridad, 

etc., sin embargo no pueden establecer una cláusula 

atributiva de una responsabilidad objetiva a los organi-

zadores, sin diferenciar su participación en el compor-

tamiento dañoso, y sin determinar la subsidiariedad de 

la responsabilidad (20.1), ni tampoco exigir una fianza 

para garantizar la realización del servicio público muni-

cipal de limpieza viaria (artículo 20.2). 

2) Sentencia núm. 2247/2006, de 15 de diciembre 

(recurso 2420/2004). 

En esta sentencia se rechazó que la Ordenanza, en 

bloque, fuere contraria al principio de tipicidad y que 

fuere una manifestación de desviación de poder, y, 

siguiendo el razonamiento utilizado en la anterior de 

5 de diciembre, se anularon también los artículos 20.2 

y 28.1 de la Ordenanza, además de los artículos 23.a) y 

24.a) (fundamento jurídico cuarto). 

La anulación de los apartados a) correspondientes 

a los artículos 23 y 24, procede de la vulneración de la 

garantía material del principio de legalidad, en cuanto 

los mismos tipifican de forma genérica e insuficiente, 

como infracción muy grave y grave, comportamientos 

descritos de manera amplia e imprecisa, reproduciendo 

el apartado a) del artículo 140 LBRL: “Una perturba-

ción relevante de la convivencia que afecte de manera 

grave, inmediata y directa a la tranquilidad o al ejerci-

cio de derechos legítimos de otras personas, al normal 

desarrollo de actividades de toda clase conformes con 

la normativa aplicable o a la salubridad u ornato públi-

cos, siempre que se trate de conductas no subsumibles 

en los tipos previstos en el capítulo IV de la Ley 1/1992, 
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de 21 de febrero, de protección de la seguridad ciuda-

dana.” La sala concluye que “En consecuencia, dado 

que la redacción de los citados apartados a) del artí-

culo 23 y a) del artículo 24 por su generalidad y ambi-

güedad no permiten prever con el suficiente grado de 

seguridad, la naturaleza y las características esenciales 

de las conductas constitutivas de las infracciones tipifi-

cadas hay que concluir que no respetan el principio de 

taxatividad por lo que procede su anulación”. 
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